ACTA n.° 06-2014

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San Jose, a las trece horas, treinta y cinco minutos del 21 de mayo del año dos mil catorce. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal,  Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, la Licda. Olga Fallas Ulloa, en representación de la Defensa Pública; el M.Sc. Luis Humberto Villalobos Oviedo, en representación del Ministerio Público; el Dr. Rafael Angel Sanabria Rojas, juez de Tribunal de Apelación de Sentencia II Circuito Judicial San José; el M.Sc. Kattia Campos Zúñiga, representante del Organismo de Investigación Judicial, el M.Sc. Francisco Arroyo Meléndez, director del Departamento de Gestión Humana; el M.Sc. Ronald Cortés Coto, juez de Tribunal de Apelación de Cartago y la Sra. Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial. Invitado: el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, de la Defensa Pública. 
AGENDA

1. Aprobación del acta n.º  05-2014 del 23 de abril de 2014.
2. Presentación del curso virtual sobre “Comunicación Escrita para personas Técnicas Judiciales”.  Licda. Gloriana Madrigal Casafont, gestora de capacitación.
3. Informe sobre el “Programa para personas Técnicas Judiciales”.  Licda. Gloriana Madrigal Casafont, gestora de capacitación.
4. Oficio n°. 4405-14  del 07 de mayo de 2014, en donde se transcribe acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, sesión N° 34-14 celebrada el 22 de abril del 2014, que literalmente dice:

[…]Se acordó: 1.) Tener por hechas las manifestaciones del Presidente en Ejercicio, Magistrado José Manuel Arroyo Gutiérrez, el Integrante Suplente Rodolfo Solórzano Sánchez y de la Integrante Chaves Cervantes.  2.) Denegar la reconsideración presentada por el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial y mantener lo resuelto por este Consejo en sesión Nº 8-14 celebrada el 30 de enero de 2014, artículo XLIV. Aclarar al doctor Carvajal Pérez que este Consejo considera que con lo dispuesto podrá lograr la colaboración de los mejores talentos en materia jurisdiccional y técnica; que el permiso con goce de salario por el plazo de dos años es razonable, por cuanto permite a los jueces y juezas y demás funcionarios colaboradores, regresar a sus despachos en un plazo conveniente para retomar sus funciones sin desligarse por mucho tiempo de este y de su función primordial , la cual es administrar justicia. Se le recuerda también que la función de la Escuela Judicial no es, ni ha estado entre sus objetivos primordiales la de formar a formadores sino la de capacitación.”

5. Consulta de Sra. Carolina Zúñiga, estudiante de la Universidad de La Salle al Consejo Directivo, sobre participación videoconferencia de la Defensa Pública. 
6. Informe del Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, acerca del resultado de la reunión con los coordinadores del Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, para determinar si el convenio existente requiere de algún grado de actualización, de conforme a los intereses institucionales del Poder Judicial. 
7. Correo del 21 de abril del año en curso, de la Sra. Paula Guido Howell, referente a Ley de Creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda  que establece como obligación de la Escuela Judicial dar capacitación en esta materia, incluso para el Ministerio Público. “¿Se ha hecho algo? ¿Hay posibilidades por medio de ellos que tienen el presupuesto por ley y la obligación? “
8. Oficio nº. 0088-UCS-2014 del M.Sc. Saúl Araya Matarrita, fiscal adjunto de la Unidad de Capacitación y Supervisión Ministerio Público, al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, solicitando que se permita el uso del Sistema SAGA de la Escuela Judicial,  por parte de las Unidades de Capacitación. 
9. Nota del Sr. Francisco Ciampolini  del National Center for States Cortes (Asociación de las Cortes e Magistrados de los EEUU) el interés de desarrollar un programa de capacitación en temas de derecho criminal y derecho internacional en Costa Rica, para el sector jurídico (Judiciario, Ministerio Publico y Policía). Solicita un espacio por videoconferencia, debe tener respuesta antes del 31 de mayo.

10. Oficio n°. 4651-14  del 13 de mayo de 2014, en donde se transcribe acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, sesión N° 44-14 celebrada 13 de mayo del año en curso, artículo IX, que literalmente dice:

[…]se acordó: Acoger la recomendación del Departamento de Proveeduría y por consiguiente autorizar la ampliación de la Licitación Abreviada Nº 2013LA-000015-PROV denominada “Ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia” adjudicada a la empresa Rodríguez Constructores Asociados, S.A., cédula jurídica 3-101-100445, la cual consiste en profundizar las acometidas eléctricas encontradas, realizando zanjas desde las cajas de registro existentes e instalar las canalizaciones y cables en ese tramo, y finalmente se deberán hacer los empalmes de los cables en las cajas de registro. […]
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ARTÍCULO I
Aprobación del acta n.º  05-2014 del 23 de abril de 2014.
SE ACUERDA:   Aprobar el acta  n.º 05-2014 del 23 de abril de 2014. 
Se abstienen de votar, por no haber participado en dicha sesión, el Dr. Rafael Angel Sanabria Rojas, el M.Sc. Luis Humberto Villalobos Oviedo y el M.Sc. Ronald Cortés Coto.
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ARTÍCULO II

Las personas funcionarias de la Escuela Judicial: Licda. Gloriana Madrigal Casafont, gestora de capacitación, Licda. Carlota Arauz García, especialista en métodos de enseñanza y el Lic. Adrián Alfaro Obando, especialista en contenido, presentaron a las personas integrantes de este Consejo Directivo, el curso virtual sobre “Comunicación Escrita para personas Técnicas Judiciales”, compuestos por los módulos de: 

I 
Sesión: Lenguaje Inclusivo y lenguaje comprensible y no discriminatorio.

II 
Sesión: Cualidades de la redacción moderna y La oración y el párrafo.

III 
Sesión: Acentuación de las palabras.

IV 
Sesión: Ortografía.

V 
Sesión: Puntuación.

VI 
Sesión: Vicios de dicción.

VII 
Sesión: Redacción de diferentes escritos.

Las y los presentes en este Consejo Directivo se mostraron muy complacidos con el curso, y consideran que habrá excelentes resultados. De igual manera, expresaron su felicitación a los antes mencionados, así como a las personas colaboradoras del Área de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial,  por la mística  y el esfuerzo realizado, para el logro de este curso virtual. 

Se considera que es una capacitación muy valiosa y que es una nueva oportunidad y estímulo para el personal auxiliar y técnico,  población extraordinariamente importante dentro del trabajo en equipo de la judicatura. 
La Licda. Olga Fallas Ulloa expresó el interés en que se les facilite este curso virtual para la capacitación del personal de la Defensa Pública. El Dr. Marvin Carvajal Pérez indicó que el curso virtual de la Escuela Judicial sobre “Comunicación Escrita para personas Técnicas Judiciales”, está disponible para cada ámbito judicial que la demande. Del mismo modo, hizo extensivo su agradecimiento por el esfuerzo realizado y felicita a las personas que participaron en el desarrollo de este curso.
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SE ACUERDA:   1.) Tener por rendido el informe. 2.)  Felicitar a la Licda. Gloriana Madrigal Casafont, la M.Sc. Carlota Arauz García y al Lic. Adrián Alfaro Obando, así como a las personas colaboradoras del Área de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial,  por la mística  y esfuerzo realizado para el logro del curso virtual sobre “Comunicación Escrita para personas Técnicas Judiciales”. 3.) Que el curso virtual de la Escuela Judicial sobre “Comunicación Escrita para personas Técnicas Judiciales”, está disponible para cada una de las Unidades de Capacitación  que la requieran, para que lo puedan ejecutar con respectivas poblaciones metas. ACUERDO FIRME.
-0-

ARTÍCULO III
Conforme a lo acordado por este Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión n.° 05-2014 del 23 de abril del año dos mil catorce. Articulo II, que dice:

  “ SE ACUERDA:   1.) Tomar nota del anterior informe de la evaluación de impacto del “Programa Formación a Distancia para Personas Técnicas Judiciales” y agradecer a la M.Sc. Catalina Espinoza Sáenz, evaluadora de la Escuela Judicial, así como a todas las personas que participaron en este proceso, por el trabajo realizado. 2.) Se designa a la M.Sc. Catalina Espinoza Sáenz para que coordine en el plazo de 15 días, una reunión con la Comisión de Ética y Valores, la Secretaría Técnica de Género y el Departamento de Gestión Humana el  “Informe de la evaluación de impacto del Programa Formación a Distancia para Personas Técnicas Judiciales”, para solicitarles su apoyo en la construcción del respectivo Plan de Mejoras.  3.) Este informe, así como el Plan de Mejoras, se harán de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial. ACUERDO FIRME.”
Se presentó a la consideración de las personas integrantes de este Consejo Directivo, lo siguiente:

INFORME PROGRAMA DE FORMACIÓN PARA PERSONAS TÉCNICAS JUDICIALES
  Antecedentes del Programa
Desde el momento de su creación, en 1971, la Escuela Judicial de Costa Rica ha prestado atención a la formación de los auxiliares judiciales ahora personas técnicas judiciales. Aunque no haya sido éste su único ni principal campo de actuación, a lo largo de los años ha desarrollado diversas actividades con esa orientación, buscando fortalecer la calidad de ejercicio de esos funcionarios.

El interés mostrado por la formación de las personas técnicas Judiciales se justifica por las características especiales de ese colectivo gremial.  Para el acceso a esa categoría de la administración de justicia tan sólo se exigen el título de estudios secundarios y unos conocimientos de mecanografía y básicos de computación, mientras que para adquirir la plaza en propiedad se debe superar un examen de conocimientos generales. 

Sin embargo, las tareas que deben las personas técnicas Judiciales son bastante amplias y resultan fundamentales para un buen funcionamiento de los despachos.  Por ese motivo, la capacitación de dichos servidores ha figurado desde hace tiempo entre las prioridades de la Escuela Judicial.

Con la intención de ofrecer a las personas técnicas Judiciales la formación que requieren para el desarrollo de su trabajo profesional, se planteó en 1999 la necesidad de diseñar un programa formativo específico. Dicho programa habría de cumplir al menos dos requisitos fundamentales:  
· Debía proporcionar a los auxiliares judiciales la formación integral que precisan y de la que muchas veces carecen, en condiciones de calidad satisfactorias. 

· Debía procurar desvincular lo menos posible a los auxiliares de sus despachos, dados los efectos negativos que ello tiene para la administración de justicia. 

En consecuencia, se exploraron nuevas modalidades de organización de las actividades formativas que permitieran combinar ambos requisitos. La respuesta se encontró en las posibilidades que ofrece la educación a distancia.
En 1999 comenzó a diseñarse el Programa de Formación para los auxiliares judiciales, que habría de impartirse mediante la modalidad de educación a distancia.  Desde un tiempo antes había comenzado a elaborarse un diagnóstico de las necesidades de formación que plantea este conjunto de servidores, que incluía la elaboración de perfiles ocupacionales en sus principales áreas de desempeño.
Para elaborar esos perfiles se llevaron a cabo una serie de reuniones y talleres de trabajo con jueces y con auxiliares, siguiendo un proceso bastante sistemático y ordenado, en el que se fueron definiendo los ámbitos de trabajo y las tareas principales de dicho colectivo
. 
La elaboración de ese perfil sirvió de base para la posterior elaboración de una programación general de la formación de los auxiliares judiciales.
La idea que guió este proceso consistió en que las actividades de la Escuela Judicial no debían responder simplemente a las demandas coyunturales que se fueran planteando, sino que debían basarse en un diagnóstico riguroso de las necesidades de formación de sus destinatarios.

La elección de la enseñanza a distancia como modalidad más adecuada para esta acción, obligó a planificar toda la actividad, teniendo en cuenta las exigencias que la propia modalidad plantea.

En primer lugar, había que producir los materiales didácticos necesarios, que incluirían textos escritos, guías didácticas y materiales audiovisuales y en segundo lugar, había que prever el sistema de tutorías, tanto en su vertiente didáctica, como en la propiamente organizativa y logística.  En tercer lugar, había que diseñar un sistema de evaluación, que permitiera seguir el progreso de los estudiantes y garantizar la calidad de la formación recibida.

La tarea de diseño del Programa se inició en octubre de 1999, con el apoyo de la Agencia Española de Cooperación Internacional (AECI), quien asignó fondos para contar con la colaboración de algunos consultores españoles
.  El equipo responsable del Programa pertenecía a la Escuela Judicial, sin embargo, para la realización de ciertas tareas se recurrió a personas externas, como es el caso de los autores de los módulos instruccionales.  

Para cada uno de los cursos del Programa
 se elaboró un plan de curso, que incluía los objetivos que se pretendía alcanzar y los contenidos que debían impartirse, así como las recomendaciones necesarias para la preparación del material didáctico y para la organización de las tutorías.  A partir de ese diseño curricular bastante detallado, comenzó el proceso de elaboración de los materiales didácticos, que fue cuidadosamente planificado. Además, se realizó una breve encuesta telefónica entre auxiliares judiciales con plaza en propiedad, con el fin de conocer la posible aceptación del Programa y su pertinencia.

Los materiales escritos fueron preparados por especialistas en los temas de que trata cada curso, que generalmente fueron jueces en ejercicio, siendo además varios de ellos profesores universitarios de Derecho. Con el propósito de asesorarles debidamente en la tarea que iban a desarrollar, el equipo pedagógico de la Escuela Judicial preparó varios documentos que incluían los criterios que habrían de seguirse
.  Los autores disfrutaron de una licencia de cuatro meses, con sustitución en sus despachos para realizar dicha tarea. 

Al cabo de ese tiempo, se comprometían a entregar un módulo adaptado para el estudio a distancia de su materia, una guía para el tutor, una guía para el participante y un conjunto de cuestiones para la preparación de los exámenes finales.  La guía del tutor detalla las actividades que deben llevarse a cabo en cada una de las sesiones de tutoría, con el fin de homogeneizar la enseñanza. La guía del participante contiene indicaciones acerca de cómo organizar el estudio, las fechas de las sesiones de tutoría, los datos de los tutores, las tareas que deben realizarse y las fechas de la evaluación final ordinaria y extraordinaria.

El proceso fue llevado a cabo en un contexto de estrecha coordinación entre el equipo pedagógico de la Escuela Judicial y los autores de los materiales. Las versiones provisionales fueron revisadas por la Doctora Ana Tristán Sánchez, especialista en Educación, hasta que alcanzaban su estado definitivo. El proceso fue gradual, iniciándose a finales de 1999 la elaboración de los primeros materiales y concluyendo avanzado el año 2000. 

De manera paralela, se desarrolló el proceso de producción de los materiales audiovisuales de apoyo en forma de audiocassettes (para ser entregados a cada participante) y videocassettes (para ser utilizados en las tutorías). En su elaboración también se siguió un proceso cooperativo, en el que participaron los autores de los cursos, la asesora pedagógica y la unidad de producción audiovisual de la Escuela Judicial. A mediados del año 2000 estaban listos los materiales correspondientes a los primeros cursos, con lo que el Programa pudo comenzar sus actividades
.

Posteriormente, a mediados del año 2001, cuando la primera promoción de participantes estaba a punto de finalizar su periodo de formación, los responsables del programa acordaron con la Universidad Nacional de Educación a Distancia de España, que había venido ejerciendo tareas de consultoría, la realización de una evaluación intermedia, centrada en la valoración de su proceso de implantación y desarrollo y orientada hacia la mejora de las actividades realizadas
.  De esta manera, se realizó una una evaluación intermedia, de carácter formativo, centrada en el análisis de los procesos y de los resultados parciales y que adoptó una perspectiva externa.
a. Promociones del Programa
EL Programa de Formación inició sus actividades académicas en julio del 2000.  Desde entonces y hasta la cuarta promoción se lograron graduar 516 estudiantes, 

b. Dentro de las primeras cinco promociones los lineamientos fueron los siguientes:
c. Criterios de Selección
La selección se llevó a cabo considerando como criterio principal el hecho de llevar poco tiempo trabajando en el Poder Judicial, dando prioridad a los auxiliares que no estuviesen cursando estudios de Derecho.  Como resultado de la aplicación de ambos criterios, el primer grupo de participantes está formado por auxiliares judiciales bastante jóvenes en general, aunque con una experiencia profesional de algunos años.

Actividades de los Cursos
Las actividades de cada curso consisten básicamente en el estudio personal de los materiales didácticos específicos y la asistencia a cuatro tutorías de carácter quincenal, más otras dos sesiones para aplicación de exámenes ordinarios y extraordinarios.  En dichas tutorías los participantes reciben apoyo para el estudio, se atienden sus dudas, realizan diversas actividades previamente planificadas y entregan algunas tareas que han debido completar durante el proceso de estudio. 

Los tutores son especialistas en cada una de las materias abordadas, siendo algunos de ellos los propios autores de los materiales didácticos. Su capacitación corre a cargo de los responsables del Programa, quienes les entregan además la guía del tutor preparada con esa finalidad.  En la última de las sesiones tutoriales, los participantes en el programa realizan un examen escrito, idéntico para todos los participantes de cada promoción, cuya superación resulta necesaria para aprobar el curso. Los participantes que completan todos los cursos obtienen una certificación de la Escuela Judicial, para un total de 364 horas de estudio.
Tomando en cuenta entre otros que al Poder Judicial de Costa Rica se le ha encomendado, por mandato constitucional, la responsabilidad de administrar la Justicia y velar por el cumplimiento de la Constitución Política, de las leyes y otras normas infralegales, con absoluta independencia de los otros poderes de la República. Respondiendo a esta necesidad, el ámbito jurisdiccional cuenta con las administradoras y los administradores de justicia, que son asistidos en sus labores por servidores y servidoras judiciales que apoyan las diversas tareas que se realizan en la administración de justicia, estas personas son los y las auxiliares judiciales.
Que los y las auxiliares judiciales han venido cumpliendo labores de apoyo que son cada vez más indispensables para el adecuado funcionamiento de los despachos judiciales. Todo ello bajo la nueva ideología en el sistema de gestión y administración de los despachos, que cada vez exige un mayor conocimiento de la visión de la cultura de servicio al cliente, de la modernización y el cambio. 
Bajo esta perspectiva, este personal requiere de una constante capacitación que les brinde los conocimientos fundamentales y la destreza técnica que su función les exige, por ello surge la necesidad de reactivar el PROGRAMA DE FORMACIÓN A DISTANCIA PARA AUXILIARES actualmente. PROGRAMA DE FORMACIÓN PARA PERSONAS TÉCNICAS JUDICIALES
En una nueva visión del programa, partiendo del hecho de que se requiere una observancia a la legalidad, con respeto a los valores que guían nuestra sociedad; todo ello nos exige que el nuevo programa transversalice todos aquellos temas que sustentan los valores, la ética judicial y los derechos de los usuarios y las usuarias. 

Por ello El Programa de Formación a Distancia para Auxiliares Judiciales, reinició con la sexta promoción de  Julio de 2008 a septiembre de 2009, y se guió por los lineamientos generales que describimos a continuación. 
 OBJETIVOS DEL PROGRAMA que son:
a) Ofrecer una formación integral a las y los auxiliares judiciales, que les permita un desempeño adecuado en el despacho para el cual laboran y ser un apoyo eficiente a la labor de jueces y juezas.

b) Brindar una respuesta académica que permita, paulatinamente, cubrir las necesidades de formación requeridas por los y las auxiliares judiciales. 

Contribuir con el mejoramiento del servicio público, a partir de la formación de auxiliares judiciales comprometidos con los valores institucionales.
PERSONAS DESTINATARIAS Y REQUISITOS DE INGRESO AL PROGRAMA Las personas destinatarias de este programa son:
Destinatarios principales: Auxiliares judiciales del ámbito jurisdiccional (salas, tribunales, juzgados). 
Destinatarios secundarios: Auxiliares judiciales de otros ámbitos (administrativo y auxiliar) y otros que se definan por interés institucional. 
Requisitos de ingreso: 
Los criterios que serán considerados para definir los requisitos de ingreso son:

Tipo de nombramiento (en propiedad e interinos: en caso de interinos, aquellos que tengan más de dos años de nombramiento continuo). 
Años de servicio (al menos dos años). 
Cargo y ámbito en el que labora (auxiliar judicial del ámbito jurisdiccional). 

No haber participación en ofertas anteriores del Programa de Formación para auxiliares judiciales.
Presentación 

Centros regionales   
La Escuela Judicial utilizará sus sedes regionales más cercanas a la población meta; estas sedes tendrán como responsabilidades:
•  apoyar durante el proceso de matrícula. 
•  colaborar en la recepción y distribución de materiales didácticos y otros documentos. 
•  colaborar en la búsqueda de un espacio adecuado para impartir las tutorías. 
•  mantener la comunicación con la gestora de capacitación de la Escuela Judicial. 
Coordinación del programa 
La Escuela Judicial, en sus sedes Regionales, cuenta con un equipo de trabajo en el cual es imprescindible la presencia del juez o la jueza coordinador(a) de la sede y del encargado de la unidad administrativa. Este equipo es el responsable de coordinar con la Escuela Judicial toda la logística que sea requerida para la ejecución del programa.
PERFIL DE SALIDA 
Una vez que las personas participantes en este programa concluyan su formación, estarán en capacidad de: 
Tramitar y dar seguimiento a las gestiones que le correspondan en cada proceso judicial, de conformidad con los principios básicos de la normativa sustantiva y procedimental. Consciente de su responsabilidad como servidor o servidora judicial, con interiorización de la ética judicial y los valores que orientan el accionar institucional, que busca la garantía y el respeto de los derechos de los usuarios y las usuarias, sin discriminación de ningún tipo. Con la sensibilización necesaria para atender y llevar a cabo los trámites pertinentes para el desarrollo y conclusión de cada proceso judicial. 
1. Se realizará una especialización en las siguientes materias: 

Tramitación en materia Civil, Tramitación en materia Penal, Tramitación en materia Laboral y Tramitación en materia de Familia. 

2. Este curso estará orientado a que los y las auxiliares judiciales, sin importar su área de especialización, comprendan el nuevo rol que deberán asumir durante el proceso por audiencias. 
PLAN DE ESTUDIOS 
	BIMESTRE 
	CURSO 

	I 
	Técnicas de estudio y de comunicación escrita 

	II 
	Teoría general del proceso 

	III 
	Calidad humana y los procedimientos administrativos en el servicio judicial 

	IV 
	Introducción a la especialización del auxiliar judicial 1 

	V 
	Curso de especialización II 2 


Para la sexta promoción (2008 – 2009) se procesaron 482 solicitudes, que se agruparon en 12 grupos: 2 en San Jose, en Goicoechea, Cartago, San Joaquín de Flores (cuyas zonas de atracción son Heredia y Alajuela), Puntarenas, San Ramón, San Carlos, Liberia, Santa Cruz, Corredores-Golfito y Pérez Zeledón. 
Posteriormente se procedió a la selección, obteniéndose un total de 313 participantes, (186 mujeres, 127 hombres), los cuales pertenecen a 177 despachos y 20 oficinas en todo el país. Todos los despachos y oficinas fueron visitados, y a los (as) participantes se les entregó el material correspondiente al primer curso de forma personal, para que pudieran evacuar todas sus dudas e inquietudes respecto a su participación, y las responsabilidades que adquirían. Los despachos son tan lejanos como Juzgado de Familia de Corredores, Juzgado Contravencional y de Menor Cuantia de Hojancha, Juzgado Penal de Upala, Juzgado Contravencional de Bagaces o Juzgado Contravencional de la Cruz de Guanacaste. 

En todo el proceso de formación participarán 20 facilitadores para el primer curso ( 16 de ellos funcionarios del MEP que brindarán su colaboración en el marco de la Carta de entendimiento entre el MEP – Escuela Judicial), y 84 facilitadores que serán funcionarios del Poder Judicial, quienes recibirán un proceso de inducción dos semanas antes del inicio de cada curso del bloque. 

Para la sétima promoción (2011 – 2012) se ejecutó el Programa en las siguientes sedes:
Sede Cartago

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en Materia Civil

TJB006
	6 y 20 de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 02

Mujeres: 06  
Total: 08


	Procedimientos en Materia Penal

TJB005
	30 de enero; 13 y 27 de febrero; 12 y 26 de marzo; 16 y 30 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 03Mujeres: 03
Total: 06


	
	
	
	TOTAL
	  14


Sede San José

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en materia civil

TJB006
	6 y 20 de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 11Mujeres: 06
Total: 17


	Procedimientos en Materia Penal

TJB005
	30 de enero; 13 y 27 de febrero; 12 y 26 de marzo; 16 y 30 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 15Mujeres: 22
Total: 37


	
	
	
	
	     54


Sede San Ramón

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en Materia Civil

TJB006
	6 y 20 de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 04Mujeres: 04
Total: 08


	
	
	
	TOTAL
	8


Sede Santa Cruz

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en Materia Civil

TJB006
	6 y 20 de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 06Mujeres: 08

Total: 14



	Procedimientos en Materia Penal

TJB005
	30 de enero; 13 y 27 de febrero; 12 y 26 de marzo; 16 y 30 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 02Mujeres: 04
Total: 06


	
	
	
	TOTAL
	           20


Sede Guápiles

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en Materia Civil

TJB006
	6 y 20, de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 02Mujeres: 04
Total: 06


	Procedimientos en Materia Penal

TJB005
	30 de enero; 13 y 27 de febrero; 12 y 26 de marzo; 16 y 30 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 07Mujeres: 08
Total: 15


	
	
	
	TOTAL
	           21


Sede Pérez Zeledón

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en Materia Civil

TJB006
	6 y 20, de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 03Mujeres: 01
Total: 04


	Procedimientos en Materia Penal

TJB005
	30 de enero; 13 y 27 de febrero; 12 y 26 de marzo; 16 y 30 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 03Mujeres: 04
Total:  07


	
	
	
	TOTAL
	     11


Sede Heredia

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en Materia Civil

TJB006
	6 y 20, de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	05 hombres

08 mujeres



	
	
	
	TOTAL
	13


Sede Alajuela

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en Materia Civil

TJB006
	6 y 20, de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 01Mujeres: 03
Total:  04


	Procedimientos en Materia Penal

TJB005
	30 de enero; 13 y 27 de febrero; 12 y 26 de marzo; 16 y 30 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 05

Mujeres: 05
Total: 10


	
	
	
	TOTAL
	    14


Sede San Carlos

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en Materia Civil

TJB006
	6 y 20 de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres:01 Mujeres: 08



	
	
	
	TOTAL
	9


Sede Puntarenas

	Actividad     académica

(código)
	Fechas de ejecución
	Horas de capacitación
	Modalidad
	Total de personas capacitadas por género

	Procedimientos en Materia Civil

TJB006
	6 y 20 de febrero; 5 y 19 de marzo; 9 y 23 de abril
	72
	Bimodal
	  Hombres: 01  Mujeres: 04
Total: 05


	Procedimientos en Materia Penal

TJB005
	30 de enero; 13 y 27 de febrero; 12 y 26 de marzo; 16 y 30 de abril
	72
	Bimodal
	Hombres: 03

Mujeres: 04
Total:  07


	
	
	
	TOTAL
	      12


Este programa representó el 9% del total de personas capacitadas durante el año 2012.



En 2013, la Escuela Judicial en la octava promoción del Programa, ejecutó 5 de los 6 módulos en su nueva concepción. Se trata de un programa de un año de duración, compuesto por 6 cursos, 4 comunes y 2 especializados. En total, hay inscritas 262 personas de 12 diferentes sedes en todo el país.

Este programa representó el 9,4% del total de personas capacitadas durante el año 2013.

Respecto a la distribución por género el 65,3% fueron mujeres y el 34,7% fueron hombres.

En éste momento se está impartiendo el curso pendiente de Comunicación Oral y Escrita, en su versión virtual.
La novena promoción iniciará el 2 de junio entrante, en la que se aumentaron los grupos a un número de 14, debido a la gran demanda en el gran área metropolitana, de tre grupos en San José se pasó a cuatro, además de tener el cupo para abrir grupo en la Sede de Golfito – Corredores. También se amplió la oferta con el curso especializado de Derecho Penal Juvenil y en el básico con el curso Facilitadores Judiciales
Día Lunes de las 13:00 a las 16:30

Horas 72

Sedes 

SanJosé, Goicoechea, San Joaquín, San Ramón, Liberia, Limón,  Puntarenas,Cartago, Alajuela, Pérez Zeledón, San Carlos, Golfito-

Corredores
Cursos

Comunicación Escrita.
2, 9, 16, 23 y 30 de junio , 2  y 14 de julio de 2014

Valores Compartidos
21 y 28 de julio; 4, 11, 18 y 25 de agosto; 2014
Introducción a la Especialización de la persona técnica Judicial
1, 8, 22 y 29 de setiembre 6,  y 13 de octubre 2014

Teoría  general del proceso
 20 y 27 de octubre; 3, 10, 17 , 24 de noviembre y 1 de diciembre de 2014

Procedimientos en materia penal
26 de enero; 9 y 23 de febrero; 9 y 23 de marzo y 13 de abril de 2015

Procedimientos en materia civil
2 y 16 de febrero; 2, 16 y 30 de marzo y 20 de abril de 2015

Procedimientos en materia penal juvenil
26 de enero, 9 y 23 de febrero; 9 y 23 de marzo y 13 de abril de 2015
Facilitadores Judiciales
27 de abril y 4 de mayo de 2015
Paralelamente se estará implementando el PLAN DE MEJORA producto de la   evaluación de Impacto del Programa de Formación a distancia para personas Técnicas Judiciales. (Documento adjunto)
PLAN DE MEJORA

Evaluación de Impacto del Programa de Formación a distancia para personas Técnicas Judiciales.
	RECOMENDACIÓN

(Gestora)
	ESTRATEGIAS

(equipo)
	RESULTADOS ESPERADOS

(equipo)
	TIEMPOS

(equipo)
	RESPONSABLES

(equipo)
	MECANISMOS DE SEGUIMIENTO

(evaluadora)
	Observaciones
	Resultados alcanzados

(evaluadora)

	Incluir más prácticas en el curso de Comunicación Escrita donde se redacten los borradores de los documentos de trabajo diario, como las resoluciones judiciales y los informes técnicos.
	Direccionar las prácticas del curso de Comunicación Escrita a reforzar la  redacción de los borradores de los documentos de trabajo diario; como las resoluciones judiciales y los informes técnicos.
	Que las personas técnicas judiciales mejoren la redacción de los documentos de trabajo diario, como las resoluciones judiciales y los informes técnicos.
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 
	Gestora

Metodóloga

Especialista
	Una vez egresada la promoción que reciba  las mejoras del Programa, señaladas en este documento, se aplicará  un instrumento a las jefaturas inmediatas de las personas técnicas judiciales graduadas, para que califiquen su desempeño en cada uno de los aspectos aquí expuestos.  De esta forma se determinará si hubo o no mejora a través de las estrategias implementadas.
	
	

	Desarrollar más los aspectos técnicos e incluir ejercicios de razonamiento jurídico en el curso de Teoría general del proceso.

	En el curso de Teoría general del proceso se reforzará el abordaje a los aspectos técnicos y se adicionarán ejercicios que fortalezcan el razonamiento y la argumentación.
	Reforzar el razonamiento jurídico de las personas técnicas judiciales.
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 

	Gestora

Metodóloga

Especialista
	
	
	

	Generar dinámicas más vivenciales como la discusión de casos, en el curso Calidad humana y los procedimientos administrativos en el servicio judicial, en los cuales se busque concientizar sobre la importancia de una gestión ética y de la buena atención a la persona usuaria.


	Este curso fue rediseñado y cambió al nombre de Valores Compartidos.   En este se introducirán nuevos casos que enfaticen  el trato a la persona usuaria, la importancia de la puntualidad en el trabajo, las buenas relaciones interpersonales, la perspectiva de género y la aplicación de los valores.

También se reforzará la transversalización de estos elementos a lo largo de todo el Programa.


	Mejora en la atención a las personas usuarias, las relaciones interpersonales y la aplicación de los valores por parte de las personas técnicas judiciales que se egresen del Programa.
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 
	Gestora

Metodóloga

Especialista
	
	
	

	Ahondar más en los temas de oralidad, tramitación y el uso de las herramientas tecnológicas en el curso de Introducción a la especialización de la persona técnica judicial.
	Reforzar los aspectos de la oralidad que se estudian en el curso Introducción a la especialización de la persona técnica judicial.
Difundir a lo largo del Programa la oferta de capacitación del  Departamento de Gestión Humana, que trata el uso de las herramientas tecnológicas relacionadas con las labores de esta población.
	Manejo más efectivo de los aspectos relacionados con la oralidad por parte de las personas técnicas judiciales que se egresen del Programa.

La participación por parte de las personas técnicas judiciales en los cursos que ofrece el  Departamento de Gestión Humana, atinente a las herramientas tecnológicas relacionadas con las labores de esta población.
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 
	Gestora

Metodóloga

Especialista
	
	
	

	Reforzar el estudio del derecho procesal civil en el curso de Tramitación en materia civil.
	En el curso de Tramitación en materia civil se incluirán ejercicios que vengan a dar mayor énfasis al estudio del derecho procesal civil. 
	La buena aplicación por parte de la persona técnica judicial egresada, del derecho procesal civil en las tareas que le competan. 
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 


	Gestora

Metodóloga

Especialista
	
	
	

	Buscar los mecanismos que permitan garantizar que los cursos de especialización de penal y civil sean impartidos por personas que tengan experiencia en las respectivas materias.
	Conformar un banco de personas juzgadoras, de ambas materias 

que cuenten con el perfil idóneo para ser personas tutoras del Programa.


	Contar con un banco robusto de personas tutoras tanto en materia civil como penal.
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 
	Gestora

Metodóloga

Especialista
	
	
	

	A nivel de diseño curricular, se debe revisar una serie de aspectos que contribuyan con la mejora continua del Programa, entre los que se pueden mencionar la diversificación de técnicas pedagógicas que permitan ligar aún más el Programa con la realidad de los juzgados, y la actualización del Programa.


	Revisar las técnicas didácticas de los diseños   con un grupo de personas facilitadoras, para acercar cada curso a la realidad de los despachos judiciales. 
	Que en cada curso se evidencie su relación con la realidad de los diferentes juzgados a través de las  actividades presentadas.
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 
	Gestora

Metodóloga

Especialista
	
	
	

	Ampliar la oferta de capacitación con respecto a las materias y ofrecer la posibilidad de llevar más de una a cada técnico o técnica judicial.
	Consultar ante el Consejo Directivo y Consejo Superior la viabilidad de  ampliar la oferta de capacitación a más de una materia de especialización.  Siempre y cuando la persona interesada se encuentre egresada del Programa y en el despacho donde labore todas las personas técnicas hayan llevado al menos una de las especialidades. 
	La realización de la consulta.
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 
	Gestora
	
	
	

	Generar alianzas internas y con diferentes instituciones para garantizar el número de docentes requeridos para la ejecución del Programa.
	Conformar un banco de personas tutoras internas y externas del Poder Judicial

que cuenten con el perfil idóneo para desempeñar dicha labor.


	Contar con un banco robusto de personas tutoras con el perfil idóneo.
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 
	Gestora

Metodóloga


	
	
	

	Ampliar gradualmente la oferta de capacitación en actualización, contemplando las diferentes materias que se conocen en los juzgados.
	Para el año 2014, se están ofreciendo los cursos de Restableciendo los Derechos Humanos en el ámbito Intrafamiliar y el de Derecho de Familia 

a través del Programa de Actualización.

En el 2015 se trabajará en diseños de otras materias, que conocen los despachos  donde laboren las personas técnicas judiciales.


	La realización de ambos cursos con al menos el 80% de la matrícula cubierta. 
	Se inicia a trabajar en Junio 2014 

Se inicia a trabajar en Junio 2014 


	Gestora de Actualización

Gestora de Actualización
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SE ACUERDA: 1.) Tomar nota del anterior informe sobre el  “PROGRAMA DE FORMACIÓN PARA PERSONAS TÉCNICAS JUDICIALES”.  2.) En referencia a la anterior propuesta de “Plan de Mejora, Evaluación de Impacto del Programa de Formación a distancia para personas Técnicas Judiciales”, en apoyo al tema de ética y valores, se considerará incluir los temas de crimen organizado y penetración del narcotráfico. De igual manera, se dará prioridad a la especialización en pensiones alimentarias, violencia doméstica y en la sensibilización en el trato hacia la personas usuarias de estas materias. 3.) Hacer del conocimiento del Consejo Superior del  Poder Judicial, el informe de “Evaluación de Impacto del Programa de Formación a Distancia para personas Técnicas Judiciales”, así como la anterior propuesta de Plan de Mejora. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO  IV
Oficio n°. 4405-14  del 07 de mayo de 2014, del Lic. Gustavo Barquero Morales, prosecretario general de la Secretaria de la Corte, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, que dice:

“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 34-14 celebrada el 22 de abril del 2014, que literalmente dice:

“ARTÍCULO VI
DOCUMENTO Nº 1244-14, 3858-14
En sesión Nº 8-14 celebrada el 30 de enero de 2014, artículo XLIV, se tomó en acuerdo que literalmente dice:

“Informa la Integrante Conejo y el Integrante López que han recibido comunicaciones de profesionales del Poder Judicial que laboran en diferentes áreas  y que tienen interés en la docencia y les han externado la posibilidad de ser nombrados para impartir capacitaciones en la Escuela Judicial.

Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la Integrante Conejo y el Integrante López. 2) Deberá la Escuela Judicial tomar las previsiones para que a partir de julio del año en curso, las designaciones del personal docente de esa Escuela se haga por medio de concursos institucionales, en que se fijen los requisitos oportunos, de modo que se  garantice la participación y el acceso amplio de funcionarios y funcionarios. 3) Tome nota la Escuela Judicial de que el período máximo por el que se otorgará permiso con goce de salario a una persona  para el  desempeño de la docencia en la Escuela Judicial  será  de dos años, con el fin de que tanto la Judicatura como la referida Escuela aprovechen las experiencias para el enriquecimiento de sus respectivas áreas y sea un estímulo para los servidores y servidoras que tengan vocación para la enseñanza.”

– 0 –

El doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, mediante oficio Nº EJ/CD-027-2014 del 2 de abril de 2014, solicitó lo siguiente:

“En relación con el acuerdo de la sesión Nº 8-14 del 30 de enero de 2014, ARTÍCULO XLIV, de ese honorable Consejo, se solicita su reconsideración en cuanto al punto 3 del referido acuerdo.

 En este caso, si se establece un plazo máximo de permanencia de dos años a los facilitadoras y los facilitadores de la Escuela Judicial, implicaría bajar la calidad de la formación que se ofrece a nuestras juezas y jueces. La curva de aprendizaje para que alguien,  comprenda y aplique adecuadamente los postulados y las técnicas del enfoque curricular por competencias, incluso si tiene experiencia docente, es amplia y compleja. 

Por ello, si se permite que las personas especialistas en contenido puedan permanecer en la Escuela Judicial por un período máximo de dos años, implicaría un importante desperdicio de fondos públicos, ya que solo se justifica la inversión que se debe hacer para seleccionar y capacitar a cada docente, si la persona puede ejercer la investigación y la docencia por un período adecuado.

De esta forma, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial solicita que se establezca un período máximo de "residencia" de cuatro años, para que los jueces y las juezas puedan permanecer en la Escuela como especialistas en contenido, disfrutando de permisos con goce de salario y sustitución. 

Se adjuntan las políticas de selección y formación docente de la Escuela Judicial, aprobadas por este Consejo mediante acuerdo  de la sesión extraordinaria Nº 04-14 del 01 de enero de 2014, ARTÍCULO I.

Asimismo, este Consejo solicita respetuosamente al órgano colegiado que se aprueben las medidas transitorias propuestas (que constan en el documento adjunto), a fin de no afectar los programas vigentes de formación por competencias, entre ellos el Programa FIAJ.”
- 0 -
Las políticas de selección y formación docente de la Escuela Judicial, aprobadas por el Consejo Directivo de esa Escuela, mediante acuerdo de la sesión extraordinaria Nº 04-14 del 1 de enero de 2014, artículo I, literalmente dice: 

“Informe sobre lineamientos para la selección y sustitución de personas docentes de la Escuela Judicial
Introducción

El presente informe tiene como objetivo establecer el marco conceptual y funcional a partir del cual la Escuela judicial debe formalizar los procesos de selección y formación docente, así como el establecimiento de criterios técnicos que permitan definir la oportuna rotación de las personas que ejercen una función docente en programas especiales que, por la naturaleza de la población meta, son de gran complejidad.
Para poder sistematizar una propuesta que responda a ese objetivo, es indispensable hacer planteamientos específicos en relación con la necesidad de romper paradigmas en la docencia tradicional en los sistemas judiciales, la definición de un perfil docente en el modelo por competencias, la determinación sobre cuál debe ser el proceso de formación de personas docentes y la forma en que técnicamente debe hacerse la rotación de estos equipos de trabajo.
Rompiendo paradigmas de la docencia tradicional en los sistemas judiciales
Desde el año 2009, La Escuela Judicial ha  orientado su quehacer académico hacia un enfoque diferente al tradicional, el cual había caracterizado sus procesos formativos. Parte de este enfoque eran las sesiones magistrales en las que personas de alto reconocimiento en el campo jurídico mostraban sus “saberes” a una audiencia que tomaba el rol de receptora pasiva, la cual únicamente recibía información, pero sin la certeza del modo en que ese conocimiento iba a aportar en su formación y, menos aún, en el mejoramiento de su desempeño profesional.

Las metodologías conductuales de evaluación que únicamente medían la capacidad memorística de las personas también caracterizaban este enfoque.

Así, la Escuela Judicial se enfrentó al reto de relacionar los procesos formativos con el desempeño profesional, definiendo:

1. metodologías de diagnóstico de las necesidades reales de formación de las personas en sus puestos de trabajo.

2. los perfiles ideales por competencias en cada puesto.

3. consecuentemente, el planeamiento curricular en programas integrados que respondían a la atención de las necesidades específicas del perfil profesiográfico de las personas en sus lugares de trabajo.

4. los procesos de evaluación que enfatizaban la confirmación del desarrollo de las competencias.
En la actualidad, se sigue reforzando el trabajo formativo con el nuevo enfoque; pero eso nos ha enfrentado a nuevos retos, el más importante de ellos, el perfil de las personas docentes.
Perfil docente en el modelo por competencias 

Las personas docentes que trabajan con el enfoque por competencias  deben cumplir con algunas cualidades de idoneidad que finalmente garantizan que todo el planeamiento curricular permita que las personas participantes desarrollen las competencias que intencionalmente se plantean como meta del proceso de formación.

Poder desarrollar este perfil implica, a su vez, un proceso de trabajo directo con el enfoque por al menos seis meses, tiempo mínimo en el que se logra incorporar esta forma diferente de trabajo docente.

A continuación, se detallan algunas de las funciones que el cuerpo docente debe desplegar para poder cumplir con los propósitos de la educación por competencias
:

1. Organiza su formación continua a lo largo de su trayectoria profesional.

Reflexiona e investiga sobre la enseñanza y sus propios procesos de construcción del conocimiento. 

Incorpora nuevos conocimientos y experiencias al acervo con el que cuenta y los traduce en estrategias de enseñanza y de aprendizaje. 

Se evalúa para mejorar su proceso de construcción del conocimiento y adquisición de competencias, y cuenta con una disposición favorable para la evaluación docente y de pares. 

Aprende de las experiencias de otros docentes y participa en la conformación y mejoramiento de su comunidad académica. 

Se mantiene actualizado en el uso de la tecnología de la información y la comunicación. 

Se actualiza en el uso de una segunda lengua. 

2. Domina y estructura los saberes para facilitar experiencias de aprendizaje significativo. 

· Argumenta la naturaleza, los métodos y la consistencia lógica de los saberes que imparte. 

· Explicita la relación de distintos saberes disciplinares con su práctica docente y los procesos de aprendizaje de los estudiantes. 

· Valora y explicita los vínculos entre los conocimientos previamente adquiridos por los estudiantes, los que se desarrollan en su curso y aquellos otros que conforman un plan de estudios. 

3. Planifica los procesos de enseñanza y de aprendizaje atendiendo al enfoque por competencias, y los ubica en contextos disciplinares, curriculares y sociales amplios. 

Identifica los conocimientos previos y necesidades de formación de los estudiantes, y desarrolla estrategias para avanzar a partir de ellas. 

Diseña planes de trabajo basados en proyectos e investigaciones disciplinarios e interdisciplinarios orientados al desarrollo de competencias. 

Diseña y utiliza en el salón de clases materiales apropiados para el desarrollo de competencias. 

Contextualiza los contenidos de un plan de estudios en la vida cotidiana de los estudiantes y la realidad social de la comunidad a la que pertenecen. 

4. Lleva a la práctica procesos de enseñanza y de aprendizaje de manera efectiva, creativa e innovadora a su contexto institucional. 

Comunica ideas y conceptos con claridad en los diferentes ambientes de aprendizaje y ofrece ejemplos pertinentes a la vida de los estudiantes. 

Aplica estrategias de aprendizaje y soluciones creativas ante contingencias, teniendo en cuenta las características de su contexto institucional y utilizando los recursos y materiales disponibles de manera adecuada. 

Promueve el desarrollo de los estudiantes mediante el aprendizaje, en el marco de sus aspiraciones, necesidades y posibilidades como individuos, y en relación a sus circunstancias socioculturales. 

Provee de bibliografía relevante y orienta a los estudiantes en la consulta de fuentes para la investigación. 

Utiliza la tecnología de la información y la comunicación con una aplicación didáctica y estratégica en distintos ambientes de aprendizaje

5. Evalúa los procesos de enseñanza y de aprendizaje con un enfoque formativo. 

· Establece criterios y métodos de evaluación del aprendizaje con base en el enfoque de competencias, y los comunica de manera clara a los estudiantes. 

· Da seguimiento al proceso de aprendizaje y al desarrollo académico de los estudiantes. 

· Comunica sus observaciones a los estudiantes de manera constructiva y consistente, y sugiere alternativas para su superación. 

· Fomenta la autoevaluación y coevaluación entre pares académicos y entre los estudiantes para afianzar los procesos de enseñanza y de aprendizaje.
6. Construye ambientes para el aprendizaje autónomo y colaborativo. 

I. Favorece entre los estudiantes el auto conocimiento y la valoración de sí mismos. 

II. Favorece entre los estudiantes el deseo de aprender y les proporciona oportunidades y herramientas para avanzar en sus procesos de construcción del conocimiento. 

III. Promueve el pensamiento crítico, reflexivo y creativo, a partir de los contenidos educativos establecidos, situaciones de actualidad e inquietudes de los estudiantes. 

IV. Motiva a los estudiantes en lo individual y en grupo, y produce expectativas de superación y desarrollo. 

V. Fomenta el gusto por la lectura y por la expresión oral, escrita o artística. 

VI. Propicia la utilización de la tecnología de la información y la comunicación por parte de los estudiantes para obtener, procesar e interpretar información, así como para expresar ideas. 

7. Contribuye a la generación de un ambiente que facilite el desarrollo sano e integral de los estudiantes.

· Practica y promueve el respeto a la diversidad de creencias, valores, ideas y prácticas sociales entre sus colegas y entre los estudiantes.

· Favorece el diálogo como mecanismo para la resolución de conflictos personales e interpersonales entre los estudiantes y, en su caso, los canaliza para que reciban una atención adecuada. 

· Estimula la participación de los estudiantes en la definición de normas de trabajo y convivencia, y las hace cumplir. 

· Promueve el interés y la participación de los estudiantes con una conciencia cívica, ética y ecológica en la vida de su escuela, comunidad, región, México y el mundo. 

(no pertenece al texto original: se aplica esta función en cada lugar en el que se desarrolle el modelo)

· Alienta que los estudiantes expresen opiniones personales, en un marco de respeto, y las toma en cuenta. 

· Contribuye a que la escuela reúna y preserve condiciones físicas e higiénicas satisfactorias. 

· Fomenta estilos de vida saludables y opciones para el desarrollo humano, como el deporte, el arte y diversas actividades complementarias entre los estudiantes. 

· Facilita la integración armónica de los estudiantes al entorno escolar y favorece el desarrollo de un sentido de pertenencia.

Asimismo, es importante hacer referencia al perfil de personas docentes para el Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ) que la Corte Plena aprobó por unanimidad en la sesión del 27 de julio de 2009 (documento: Macroprogramación  del Programa FIAJ). Este perfil ha venido siendo empleado por la Escuela Judicial, por analogía, para todos sus programas, pues a partir del desarrollo del FIAJ, la Escuela adoptó el enfoque por competencias:

10.1 Perfil de entrada para facilitadores y facilitadoras de la Escuela Judicial
Tomando en cuenta que la Escuela Judicial está enfocando su propuesta de enseñanza-aprendizaje hacia un modelo orientado por competencias, se debe seleccionar a las personas que trabajarán como facilitadoras a partir de un perfil ideal. 

Es deseable que ese perfil contemple algunas de las siguientes competencias genéricas, descritas en el Diccionario de Competencias Genéricas (s.f.: pp. 1-4) de la siguiente manera:
Habilidades:

1. Capacidad para aprender. Se refiere a la habilidad para adquirir y asimilar nuevos conocimientos y destrezas y utilizarlos en la práctica laboral.  
2. Adaptación al cambio. Es la capacidad para enfrentarse con flexibilidad y versatilidad a situaciones nuevas y para aceptar los cambios positiva y constructivamente.  
3. Creatividad e innovación. Es la habilidad para presentar recursos, ideas y métodos novedosos y concretarlos en acciones.  
4. Trabajo en equipo. Es la capacidad de trabajar con otros para conseguir metas comunes. 
5. Ética. Es la interiorización de normas y principios que hacen responsable al individuo de su propio bienestar y, consecuentemente, del de los demás, mediante un comportamiento basado en conductas morales socialmente aceptadas, para comportarse consecuentemente con éstas.  
6. Responsabilidad. Hace referencia al compromiso, a un alto sentido del deber, al cumplimiento de las obligaciones en las diferentes situaciones de la vida.
7. Entusiasmo. Es la energía y la disposición que se tiene para realizar una labor particular.  Es la inspiración que conduce a alcanzar lo que se desea.
8. Flexibilidad. Es la disposición a cambiar de enfoque o de manera de concebir la realidad, buscando una mejor manera de hacer las cosas.  
9. Búsqueda de la excelencia. Es el compromiso con las cosas bien hechas y el afán por mejorar cada vez más.  
Por las particularidades de la labor docente de la Escuela Judicial, se han establecido algunas características que deberían tener las personas que quieran formar parte del registro de docentes para los diferentes programas de la EJ, lo anterior tomando como referencia los tres tipos de saberes: los cognitivos, los de habilidades y destrezas y los relacionados con las actitudes.

El cuadro que se presenta a continuación, resume las competencias más importantes requeridas en el perfil ideal de un facilitador o facilitadora:
	SABER


	SABER HACER
	SABER SER



	- Contenidos y  metodologías de enseñanza en función de estilos de aprendizaje, de tipo de conocimientos  por impartir, así como el tipo de capacitación

(todo avalado con  estudios y experiencia).

- Base teórica de la formación por competencias.

- Conocimientos teóricos y prácticos actualizados respecto de su especialidad y afines.
	- Preparar materiales para las sesiones de capacitación, según contenidos.   

- Diseñar, con creatividad e innovación, el apoyo logístico de las sesiones de capacitación. 

- Diseñar  y seleccionar  modelos, técnicas e instrumentos de instrucción y de evaluación acordes con el modelo de formación por competencias.


	- Dinamismo.

- Flexibilidad.

- Responsabilidad.

- Ejecutividad.

- Puntualidad.

- Amabilidad.

- Respeto.

- Objetividad en la administración del proceso educativo.

- Adaptabilidad.

- Creatividad

- Apertura hacia la resolución positiva del conflicto.

-Estabilidad emocional.

- Disposición al cambio y positivo(a) ante el reto.

- Dominio de sí mismo(a).

- Alto nivel de motivación.

- Disposición para liderar positivamente a los grupos.

- Vocación, motivación e interés hacia la actividad de docencia.

- Respeto hacia la interculturalidad, la diversidad de creencias, valores, ideas y prácticas sociales.

- Sensibilidad hacia el tema de género y accesibilidad.

	- Ejemplos aplicables al contenido de capacitación.

- Visión institucional; los objetivos estratégicos 

Competencias que deben desarrollar los y las participantes, con el fin de orientar la capacitación en ese sentido.
	- Confeccionar de manera precisa los objetivos educativos.

- Comunicarse eficientemente de manera oral y escrita.


	

	- Tecnologías de información:

Funcionamiento básico del hardware y del software.

Navegador de Internet.

Presentador

multimedia.

Recursos Web.

Utilización de redes de recursos.

Manejo de cuenta de correo electrónico.

Recursos en línea que se podrían utilizar para la formación profesional.

Manejo de entornos virtuales.


	- Facilidad para:

→ crear un clima agradable, distendido y cordial.

→ permitir la participación ordenada de todas las personas.

→ hacer que el grupo sea dinámico.

→ hacer respetar el método de trabajo y el tiempo

-Permanecer atento(a) a la forma en que las personas se desempeñan durante las sesiones del proceso de formación".

-  Aportar y transmitir sus conocimientos, comportamientos y competencia, así como una organización, un apoyo y un método.

Tomar decisiones acertadas.


	

	
	- Orientar la capacitación hacia el desarrollo personal, el mejoramiento en el desempeño y en la calidad del servicio que brindará la persona capacitada desde su rol institucional.

- Construir ambientes propicios para el aprendizaje autónomo y colaborativo.

- Dirigir grupos de manera efectiva.
	


Selección de personas docentes

De acuerdo con las funciones descritas en el punto anterior y con el perfil definido, la selección de personas docentes debería implicar al menos los siguientes pasos (se toman como referencia los procesos de selección de jueces y juezas para los que se gestiona un permiso a tiempo completo por tiempo prolongado):

I. Convocatoria abierta a nivel institucional para las personas que quieran ser facilitadoras de acuerdo con los requerimientos de la oferta.

II. Debería implementarse el proceso de selección como también la Corte Plena lo aprobó por unanimidad en la sesión del 27 de julio del 2009, a saber:


10.2 Proceso de selección de personas facilitadoras
La primera fase es la comprobación de los requisitos formales de ingreso al registro de facilitadores y facilitadoras:

· Grado mínimo de licenciatura en alguna de las áreas de las Ciencias Sociales u otras disciplinas, de acuerdo con el módulo por impartir (abogado o abogada, sociólogo o socióloga, psicólogo o psicóloga, entre otros).

· Experiencia mínima de dos años en labores de docencia.

· Experiencia mínima de tres años en el ámbito judicial o conocimiento de la función y organización del Poder Judicial en el caso de facilitadores y facilitadoras externos(as) a la institución.

· Conocimientos básicos de tecnologías que se utilizan en la educación.

· Currículo completo que acredite su formación y experiencia.

· Una vez confirmados los requisitos formales, las personas oferentes deberán pasar por un proceso en el que les serán aplicadas algunas de las técnicas activas para medir competencias, propuestas por Gallego (s.f.):

Entrevista: Permite interacción real, capacidad de escucha, comunicaciones, actitudes y reacciones.

Ejercicios en bandeja: Se presentan como una serie de situaciones que simulan aspectos de procedimiento administrativo del trabajo, en los que al candidato se le pregunta acerca de cómo trataría las diferentes situaciones existentes en esa bandeja. Se busca conocer, por medio de esas situaciones ficticias, su forma de trabajar, su nivel de planificación, organización y gestión del tiempo, entre otros. 

Presentaciones: Esta técnica consiste en dar a las candidatas y a los candidatos un ejercicio o tema para ser preparado en treinta minutos y presentarlo posteriormente ante un auditorio. Este ejercicio permite identificar algunas competencias muy específicas. 

Encontrar hechos: Consiste en dar al candidato o candidata escasa información para resolver un problema. El evaluador o evaluadora solamente contestará preguntas suplementarias que cada candidato o candidata formule de cara a encontrar la solución al problema dado. Se evaluarán finalmente aspectos como rapidez para encontrar la solución, capacidad de síntesis y manejo del tema, en todos sus aspectos. 

Ejercicios de escucha: Se le presenta al candidato o candidata una grabación oral o un video y luego se evalúa su capacidad de asimilación y escucha por medio de preguntas que hará la persona evaluadora, mediante las que valorará el grado de exactitud de la información.

Para aprobar el proceso de selección, la persona debe obtener un mínimo de 80 puntos en esta etapa.

Finalizado este proceso, se conforma una lista con las personas que han cumplido los requisitos formales y que han aprobado el proceso de selección a partir de las técnicas utilizadas. Dichas deberán cumplir con los requisitos que complementan su selección definitiva:

· Aprobar el proceso de formación en la Escuela Judicial.

· Firmar el compromiso de formación por el tiempo que el módulo o el curso lo requiera.

En el caso de personas facilitadoras externas a la institución, además deberán tramitar lo correspondiente a su contratación en el Departamento de Proveeduría.
Formación de personas docentes.

Una vez seleccionadas las personas docentes, estas deben realizar al menos los tres cursos virtuales que conforman el proceso formativo (en un proceso ideal, además de estos tres cursos, deberían  aprobar los relacionados con los temas de ética y valores, género e inteligencia emocional). Este implica la aprobación de los siguientes cursos:

· Formación por competencias: Objetivo: Reconocer la formación por competencias como metodología idónea  para la capacitación en el ámbito judicial. (8 semanas)

· Diseño por competencias: Objetivo: Diseñar actividades académicas que faciliten  la capacitación por competencias de las personas funcionarias del Poder Judicial. (5 semanas)

· Evaluación por competencias: Objetivo: Reconocer la evaluación por competencias como una nueva metodología para el  análisis de las evidencias del desempeño dentro de los procesos de capacitación en el ámbito judicial. (5 semanas)
Proceso de sustitución de personas docentes en la Escuela Judicial

Con el fin de rotar a las personas facilitadoras de la Escuela Judicial, se debería implementar un proceso que permita que la incorporación de nuevas personas facilitadoras desarrollen las competencias requeridas en el perfil. Por lo anterior, la sustitución de una persona debe implicar lo siguiente:

I. Hacer la convocatoria por los medios institucionales de comunicación del Poder Judicial, dirigido a servidoras y servidores judiciales, así como a funcionarios y funcionarias judiciales. Elaborar el registro de personas que aspiran a esa función.

II. Revisión y sistematización de los atestados de las personas aspirantes.  

III. Elaboración de una terna por parte de la Dirección de la Escuela Judicial, tomando en cuenta el criterio del equipo de trabajo del programa correspondiente.

IV. Se remite la decisión al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para la selección.

V. Se le otorgará a la persona elegida un plazo de cuatro meses y medio para que apruebe los cursos establecidos como requisito.

VI. Una vez aprobado ese proceso, la persona seleccionada será parte de un proceso de inducción de diez días hábiles.

VII. Finalizado el proceso mencionado en el punto seis, la persona facilitadora entrante se considerará habilitada para ejecutar actividades formativas.

Lo anterior será de aplicación a las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, de la Defensa Pública, del Departamento de Gestión Humana y del Organismo de Investigación Judicial, en tanto se cuente con personal exclusivamente dedicado a la docencia, y si no se afecta la independencia funcional de cada órgano representado por estas Unidades.

Plan de sustitución de personas facilitadoras actuales en la Escuela Judicial

	Proceso
	Tiempo estimado
	Fecha

	Convocatoria
	1 mes
	mayo 2014

	Proceso de selección
	2 meses
	junio-julio 2014

	Aprobación de cursos virtuales (son consecutivos)
	4 meses y medio
	Agosto-diciembre 2014

	Proceso de inducción de personas facilitadoras
	10 días hábiles
	Enero-febrero 2015



Transitorio:

La Dirección de la Escuela Judicial deberá iniciar los procesos de selección correspondientes. A partir del 31 de octubre de 2014, se deberá sustituir a la mitad de las personas que actualmente sobrepasen los cuatro años de residencia en la Escuela Judicial. Al 30 de junio de 2015, se deberá sustituir a las personas restantes que estén en la misma situación.”

- 0 -

Manifiesta el Integrante Suplente Rodolfo Solórzano Sánchez que la idea es que la Escuela Judicial capte los mejores talentos que existen en este Poder de la República y no de convertirse en formador de formadores, pues lo que se pretende es que por la importancia del contenido de la capacitación a recibir por parte de los Jueces y Juezas, dicho aprovechamiento sea transmitido en razón de las distintas labores y requerimientos institucionales. 

Por su parte el Magistrado José Manuel Arroyo, Presidente en Ejercicio, manifestó que las capacitaciones que realiza la Escuela Judicial comprenden un costo desmedido y existe un riesgo de desactualización por parte de los Jueces y Juezas en la práctica como administradores de Justicia. 

Manifiesta la integrante Chaves Cervantes, que a este Consejo llegan situaciones de jueces y juezas, que tienen un excelente desempeño en los despachos judiciales y que requieren transitoriamente por una situación de familia, laboral u otra,  trasladarse  a San José. En esta caso, el tener la oportunidad de desarrollarse  como formadores  en caso que laboren en zonas alejadas, si son jueces o juezas de experiencia y con excelente desempeño, podrían brindar un aporte importante incluso novedoso en las temáticas y contenidos de los diferentes cursos si se logran colocar como formadores de la Escuela  Judicial.

Se acordó: 1.) Tener por hechas las manifestaciones del Presidente en Ejercicio, Magistrado José Manuel Arroyo Gutiérrez, el Integrante Suplente Rodolfo Solórzano Sánchez y de la Integrante Chaves Cervantes.  2.) Denegar la reconsideración presentada por el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial y mantener lo resuelto por este Consejo en sesión Nº 8-14 celebrada el 30 de enero de 2014, artículo XLIV. Aclarar al doctor Carvajal Pérez que este Consejo considera que con lo dispuesto podrá lograr la colaboración de los mejores talentos en materia jurisdiccional y técnica; que el permiso con goce de salario por el plazo de dos años es razonable, por cuanto permite a los jueces y juezas y demás funcionarios colaboradores, regresar a sus despachos en un plazo conveniente para retomar sus funciones sin desligarse por mucho tiempo de este y de su función primordial , la cual es administrar justicia. Se le recuerda también que la función de la Escuela Judicial no es, ni ha estado entre sus objetivos primordiales la de formar a formadores sino la de capacitación.”
-0-

SE ACUERDA: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en cuanto al período máximo permanencia de dos años de la persona facilitadora en la Escuela Judicial.  2.) Conforme a lo acordado por este Consejo Directivo de la Escuela Judicial, a partir del 31 de octubre de 2014 se sustituirá a la mitad de las personas que actualmente sobrepasen los dos años de residencia en la Escuela Judicial y al 30 de junio de 2015, se sustituirá a las personas restantes que estén en la misma situación. Por consiguiente, se enviará la primera convocatoria, con el fin de tener ya seleccionadas a las personas facilitadoras para el mes de julio del presente año, con el fin brindar la respectiva inducción por parte de la Escuela de manera oportuna. 3.) Este Consejo Directivo realizará una sesión final con las personas facilitadoras salientes, para el reconocimiento y agradecimiento por su destacada labor en la Escuela Judicial, así como la entrega de un reconocimiento. ACUERDO FIRME.

-0-
ARTÍCULO V

Correo electrónico de la Asociación de Estudiantes de Derecho U LA SALLE, ASEDE, del miércoles, 09 de abril de 2014 11:05, que dice:
“Estimadas personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial

Nos dirigimos respetuosamente ante ustedes con el fin de que nos aclaren una serie de inquietudes con relación a la política que subyace a la ejecución de las videoconferencias. En días pasados y a raíz de la publicación de la divulgación adjunta, originada en la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, algunos compañeros y compañeras de la Universidad de La Salle, estudiantes de derecho y egresados, a quienes se les comentó sobre la actividad (en vista de que nuestra vocal es funcionaria judicial), mostraron su interés en participar de esa videoconferencia. Tradicionalmente, las videoconferencias que organiza la Escuela Judicial todos los viernes desde hace más de 12 años en el auditorio Miguel Blanco, han sido abiertas al público y se han constituido en una de las pocas actividades realizadas por el Poder Judicial que han logrado proyectarse en la comunidad y en las personas usuarias externas. De esa forma, y al no existir ninguna restricción explícita en el comunicado, se pensó que esa actividad era abierta al público, dada la trascendencia del tema para la población en general y adicionalmente porque el objetivo de las videoconferencias, en el caso concreto de la Escuela Judicial, ha sido el de permitir el acceso de la población no judicial, a ciertos temas de relevancia jurídica que impactan a la comunidad en general. 

Por ello la compañera Zúñiga decidió llamar a la jefatura de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, el día viernes 14 de marzo en horas de la tarde, sin embargo la señora Olga Fallas indicó que la videoconferencia era exclusiva para el personal judicial y que además, por realizarse la actividad con recursos públicos no podían ingresar personas externas. Se le explicó de manera infructuosa el interés de los compañeros y compañeras lasallistas por participar e inclusive, en representación de la Asociación de Estudiantes de Derecho de la U La Salle, se solicitó que nos facilitaran al menos un par de espacios para 2 personas egresadas que presentaron tesis en torno al proceso de flagrancia, pero no fue posible y finalmente se desistió de cualquier otro intento. 


Consideramos que el sistema de videoconferencias se puede restringir de forma válida cuando se encuentra de por medio el análisis de temas meramente institucionales, operacionales, o bien cuando se trata de conversaciones o reuniones que son reemplazadas por esta modalidad virtual para evitar la presencia física de las personas interlocutoras. Sin embargo, en el caso concreto, consideramos que la actividad no encuentra justificación alguna para restringir el acceso a personal no judicial pues no se trata de una reunión secreta o de contenido sensible que amerite cerrar las puertas a las personas externas a la institución. Por todo lo anteriormente expuesto y ante la inconformidad originada por la respuesta recibida de parte de la jefatura en cuestión, sometemos ante ustedes este escrito para que sea discutido y se nos brinde una respuesta fundamentada sobre la pertinencia de "cerrar" o "abrir" una videoconferencia cuyo contenido es de relevancia para la sociedad civil y no sólo para el Poder Judicial, una explicación que vaya más allá de asuntos de cupo o espacio, pues es claro que en el caso concreto la negativa no se originó en estas variables sino en la condición laboral de las personas que pretendieron acceder a esta actividad. 

Atentamente

Asociación de Estudiantes de Derecho de la U La Salle

ASEDE

Arturo Carballo Madrigal

Presidente

Alfonso Jiménez Cascante

Vicepresidente

Mónica Espinoza Rojas

Secretaria

Beleny Chaves  Martínez

Tesorera


Carolina Zúñiga Rivera

Vocal
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Enlaces con:
Alajuela, Cartago, Corredores, Goicoechea, Golfito, Grecia, Heredia, Liberia, Limén, Nicoya, Pérez
Zeledon, Pococi, Puntarenas, San Carlos, San Ramon, Santa Cruzy Turrialba.

Punto de origen:
Aula académica de la Defensa Publica

Diay hora: 19 de marzo, de 1:30 a 4:30 p.m.
Cupo limitado

Para mayor informacién comunicarse con la Sra. Lisbeth Vargas al correo electrénico
Ivargassa@poder-judicial.go.cr o al 2211-9855
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Mensaje accesible

Videoconferencia: Perspectiva crítica del proceso de flagrancia
Enlaces con: Alajuela, Cartago, Corredores, Goicoechea, Golfito, Grecia, Heredia, Liberia, Limón, Nicoya, Pérez Zeledón, Pococí, Puntarenas, San Carlos, San Ramón, Santa Cruz y Turrialba.
Punto de origen: Aula académica de la Defensa Pública
Día y hora: 19 de marzo, de 1:30 a 4:30 p.m.
Cupo limitado
Para mayor información comunicarse con la Sra. Lisbeth Vargas al correo electrónico lvargassa@poder-judicial.go.cr o al 2211-9855
 
Este mensaje fue remitido por la Escuela Judicial y se divulga a solicitud de dicha oficina. Si usted tiene alguna duda o comentario acerca del mensaje por favor comuníquese directamente al correo electrónico lvargassa@poder-judicial.go.cr o al teléfono 2211-9855.

-0-

El Lic. Juan Carlos Morales de la Defensa Pública expresó que en referencia a la consulta de la Asociación de Estudiantes de Derecho de la Universidad La Salle sobre su solicitud de participación en la “Videoconferencia: Perspectiva crítica del proceso de flagrancia”, del 19 de marzo del año en curso, manifestó que esta actividad fue programada en el plan anual de capacitación de la Defensa Pública, para una población meta de funcionarias y funcionarios de la Defensa Pública, y dentro de la medida de lo posible, para personas funcionarias de otras instancias judiciales. 
Indicó que se valoró la solicitud realizada por las y los estudiantes de la Universidad La Salle, pero que en consideración al artículo XV de la Ley Creación Escuela Judicial, artículo VII de la Ley de Control Interno y al párrafo décimo de la Políticas Generales de Capacitación que hace referencia a las personas participantes en actividades formativas, se le contestó negativamente a la Sra. Carolina Zúñiga, vocera de la dicha Asociación. 

El Dr. Marvin Carvajal expresó que la política de la Escuela Judicial ha sido, ser respetuoso del diseño curricular definido por cada Unidad Capacitación, conforme a los objetivos que se persiguen y a sus decisiones técnicas.
De igual manera, las personas integrantes de este Consejo estiman que existe una diferencia entre capacitación interna judicial y las actividades de extensión abiertos para el público. 
-0-

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:   Se avala la decisión de la Defensa Pública en  denegar la participación en la “Videoconferencia: Perspectiva crítica del proceso de flagrancia”, celebrada el 19 de marzo del presente año, a las y los estudiantes de Derecho, y egresados de la Universidad de La Salle. ACUERDO FIRME.
-0-
ARTÍCULO VI

Oficio nº. EJ-DIR-093-2014 del 20 de mayo de 2014 del Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, suscrito a las personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:

Asunto: Informe acerca del “Convenio de cooperación entre 
la Universidad nacional y la Corte Suprema de Justicia”

En atención de lo acordado por este Consejo en sesión número 03-2014, de 19 de marzo de 2014, artículo VI, me permito rendir informe acerca del “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”, suscrito el 5 de marzo de 1993, modificado mediante addendum de fecha 14 de febrero de 1996.

Antecedentes:

En sesión 6-14, de 17 de febrero de 2014, artículo XXIII, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia conoció del informe de la Auditoría Judicial número 77-13-AF-2014, de 23 de enero de 2014. En lo conducente, dispuso: 

“Solicitar al consejo Directivo de la Escuela Judicial, en conjunto con el cuerpo académico de profesores que imparten lecciones en el Programa en Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, analicen de manera consensuada, si el convenio pactado desde hace más de dos décadas con la UNA, requiere algún grado de actualización, con el propósito de procurar un adecuado marco normativo que proteja los intereses institucionales en dicho Programa e informen a la Corte Suprema de Justicia.”

Por acuerdo adoptado en sesión número 03-2014, de 19 de marzo de 2014, artículo VI, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial determinó:

“Designar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, para que en conjunto con el cuerpo docente del Programa en Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, valoren si el convenio base de dicho programa requiere algún grado de renovación. El Dr. Carvajal Pérez informará sobre el resultado de dicha gestión al Consejo Directivo, el cual lo analizará para rendir una propuesta a la Corte Plena.”

A partir de lo ordenado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se procedió a realizar un análisis del “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”, suscrito el 5 de marzo de 1993, modificado mediante addendum de fecha 14 de febrero de 1996. 

Asimismo, se llevó a cabo una reunión con la participación del suscrito director de la Escuela Judicial, así como del señor José Carlos Chinchilla Coto, director, la señora Eva Camacho Vargas, coordinadora del Énfasis en Derecho de Familia y los señores José Manuel Arroyo Gutiérrez y José Rodolfo León Díaz, coordinadores, respectivamente, de los énfasis en Derecho Penal y Derecho Civil, todos de la Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, el señor Óscar Navarro Rojas, director y la señora Lorena Camacho De la O, subdirectora, ambos de la Escuela de Sociología de la Universidad Nacional. Este encuentro ocurrió en día 15 de mayo de 2014, a las 17:00 horas.

A partir del estudio del convenio en cuestión, así como de lo discutido en la reunión antes mencionada, resulta posible obtener algunas conclusiones a modo de informe para que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial valore los términos en que responderá la consulta hecha por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia.

Trayectoria de la Maestría en Administración de Justicia:

El programa de Maestría en Administración de Justicia funciona desde 1997. A la fecha, lo han cursado 502 personas, de las cuales 349 son costarricenses, 74 salvadoreñas, 59 hondureñas, 9 panameñas, 4 nicaragüenses, 4 guatemaltecas, 2 dominicanas y 1 boliviana. De estas personas, 258 son mujeres y 244 hombres. 

Se trata, sin duda de unos de los proyectos de cooperación académica, internacional e interinstitucional, más solventes y exitosos del sistema universitario costarricense. Gracias a él, los poderes judiciales de la región, en especial el costarricense, han podido ofrecer formación especializada a sus jueces, juezas y otros funcionarios o funcionarias judiciales, con un enfoque sociojurídico y un cuerpo docente de gran prestigio.

El funcionamiento del programa reposa, en parte, en el “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”. Dicho instrumento permite que el Poder Judicial otorgue una serie de becas a sus profesionales, para que puedan cursar la Maestría. Asimismo, que transfiera anualmente recursos de su presupuesto a la Universidad Nacional, para el pago de parte de los costos generados por el programa.

Análisis del convenio:

El “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”, como se dijo, fue suscrito en 1993 y adicionado en 1996. Se basa en 7 objetivos convencionales, relativos al desarrollo de un programa de estudios de alto nivel, destinado a fortalecer las capacidades del Poder Judicial costarricense, así como a los de los países integrantes del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe. 

El instrumento consta de 10 cláusulas. La primera regula el objetivo general del convenio: contribuir al fortalecimiento del Poder Judicial. La segunda define los objetivos específicos, como son el desarrollo de determinadas especialidades jurisdiccionales, la formación por competencias, la formación ética, la investigación sociojurídica y e fortalecimiento de la didáctica universitaria.  La tercera establece las especialidades Civil, Laboral y Penal. La cuarta regula los compromisos que asume la UNA, a través de la Escuela de Sociología, así como los que asume el Poder Judicial. La quinta prevé la gradual ampliación a nuevas especialidades. La sexta regula el tema relativo a los derechos de autor. La séptima obliga a la partes a incluir, en toda publicación o divulgación relativa al programa, los logos de ambas partes. La octava regula el régimen de los bienes que se adquieran en ejecución del convenio, remitiéndose al “Reglamento General de prestación de servicios remunerados de la UNA”. La novena remite, como normas supletorias, al “Reglamento General del Sistema de Estudios de Postgrado de la Universidad Nacional” y al “Reglamento interno de funcionamiento del Postgrado en Administración de Justicia”. La décima establece la vigencia quinquenal del convenio, prorrogables por períodos iguales, salvo expresa manifestación de contrario de alguna de las partes.

El addendum de 1996, por su parte, modifica la cláusula quinta, estableciendo que los fondos que ambas partes incluyan dentro de sus presupuestos para la ejecución del convenio, serán empleados para adquisición de equipo, contratación de docentes nacionales y extranjeros, elaboración de materiales, divulgación, entre otros.

De la lectura del convenio, se puede colegir que se trata de un instrumento muy completo y actual, a pesar de su relativa antigüedad, y que regula, en términos generales, los aspectos que comúnmente se contemplan en este tipo de acuerdos de cooperación académica. Asimismo, la incorporación de reglas muy estrictas relativas al destino de los fondos que genere el programa (cfr. addendum), incorpora un alto grado de certeza en relación con el uso que se dará a dichos fondos. En todo caso, la lista allí incorporada alude a los gastos más frecuentes (y fuertes) en todo programa de estudios de postgrado.

Modificaciones propuestas: 

Pese a lo dicho hasta este momento, se considera oportuno proponer algunas modificaciones muy puntuales al texto del convenio en estudio:

a) En la cláusula tercera, agregar la materia de Familia dentro de las especialidades del programa, lo que de hecho ha venido ocurriendo, sin impedir que, en el futuro, sean incorporadas nuevas especialidades.

b) En la cláusula cuarta, en los compromisos del Poder Judicial, eliminar el inciso ch “facilitar personal administrativo a través de la Escuela Judicial para el desarrollo del Programa” Esta obligación puede ser de difícil cumplimiento y de dudosa validez.

c) En la cláusula cuarta, en los compromisos del Poder Judicial, modificar el inciso b), para que diga “Contribuir al fortalecimiento de los planes de estudio del Programa, de acuerdo con la normativa universitaria vigente.” De esa forma, se elimina la posibilidad de interferencia del Poder Judicial en la autonomía constitucional de la Universidad Nacional. 

d) En la cláusula octava, se menciona el Reglamento General de la Prestación de Servicios Remunerados de la UNA. Este se varió y actualmente se llama “Reglamento para la contratación laboral y contratación directa de bienes (materiales y equipo) y servicios, con cargo a fondos públicos generados por la transferencia tecnológica y prestación de servicios remunerados, depositados en una fundación o en el programa de gestión financiera de la Universidad Nacional.” La FUNA se debe cambiar por FUNDAUNA: Fundación para el Desarrollo Académico de la Universidad Nacional.

e) En la cláusula novena, el reglamento se llama ahora “Reglamento del Sistema de Estudios de Posgrado de la Universidad Nacional”.

Consideraciones finales:

Se puede llegar a la conclusión de que, para asegurar la continuación de un programa académico tan relevante para el Poder Judicial costarricense y de los organismos judiciales de la región, como lo es la Maestría en Administración de Justicia, no se requieren cambios radicales en su marco normativo, sino tan solo algunos ajustes muy puntuales, como los que se proponen.

Finalmente, se estima que, de aprobarse estas recomendaciones por parte del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, deberá procederse a negociar un protocolo para la modificación de las cláusulas aludidas, por parte de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Rectoría de la Universidad Nacional.
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En relación con el anterior informe del Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, acerca del “Convenio de cooperación entre la Universidad nacional y la Corte Suprema de Justicia”, en donde expone el resultado de la reunión sostenida con las personas coordinadoras de la Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, Director y Subdirectora de la Escuela de Sociología de la Universidad Nacional, las personas integrantes de este Consejo Directivo de la Escuela Judicial, tomaron nota del anterior informe.

Al respecto, se da un intercambio de opiniones relativo a diferentes aspectos del convenio.  Si bien se tienen muy claros los alcances de la autonomía universitaria, se estima que por tratarse de un proyecto de cooperación interinstitucional, es posible para el Poder Judicial hacer algunas observaciones relevantes. Por ejemplo, es importante que los planes de estudio sean conocidos y aprobados por el Poder Judicial cada año, antes de autorizar la liberación de los fondos que se transfieren a la Universidad Nacional como producto de este convenio. Se considera que esto debería ser incluido como una nueva cláusula convencional.

Se discutió acerca de los aportes que realiza el Poder Judicial, que alcanzan un monto anual de 25 millones de colones. El Dr. Marvin Carvajal Pérez informa que, según información recibida en la reunión mencionada, el costo total del programa para la Universidad Nacional, ronda los 85 millones de colones. Por su parte la Dra. Mag. Doris Arias Madrigal considera valioso incluir en el informe a la Corte Plena, los datos en cuanto al costo para el Poder Judicial de los permisos con goce de salario y sustitución de las personas participantes en dicha maestría. Consultado el Departamento de Gestión Humana al respecto, se informa que la inversión anual proyectada para 2014 es la siguiente: 

	PROYECCIÓN PRESUPUESTARIA EN SALARIOS 

	
	Para sustituciones del personal Maestría en Administración de Justicia, Universidad Nacional
	
	

	BECAS 2014

	
	
	
	

	Programa presupuestario
	Cantidad de becas con sustitución
	Cantidad de meses de sustitución 
	Costo anual aproximado en colones 


	Programa 927 Servicio Jurisdiccional
	14
	12.00
	507,216,563.21

	Programa 929 Ministerio Público
	2
	12.00
	70,162,675.86

	Programa 930 Defensa Pública
	3
	12.00
	97,697,019.20

	TOTALES
	19
	36
	675,076,258.27

	
	
	
	
	
	
	


El monto anterior no incluye el costo por cargas sociales. 

 Laura Mora Sánchez
Técnico Administrativo 2
Subproceso Gestión de la Capacitación
Departamento Gestión Humana

Por otra parte, se considera que la inversión en la “Maestría de Administración de Justicia de la Universidad Nacional”, es provechosa para las funcionarias y los funcionarios judiciales, ya que fortalece los conocimientos de la persona participante, para una mejor administración de justicia. Sin embargo, que cuanto a los costos económicos, en una consideración de crisis y de oportunidad, compete únicamente a una decisión política. No obstante, que se podría sugerir que esta maestría se oferte fuera del horario laboral, con el fin de reducir el impacto económico por gastos de sustituciones.

Se solicitó al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, la exposición de este tema en el seno de la Corte Plena, cuando se agende para su conocimiento.

Por último, algunos integrantes  este Consejo Directivo consideran que, con respecto a la cláusula cuarta, se deben modificar los incisos b), y e), correspondientes a la obligaciones del Poder Judicial, de modo que se adapten a la realidad actual. 
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SE ACUERDA:   1.) Tomar nota del informe rendido por el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, conforme a lo solicitado por este Consejo Directivo en la sesión número 03-2014 del 19 de marzo de 2014, artículo VI.  2.) Que en atención a las anteriores consideraciones por parte este Consejo Directivo,  se designa al Dr. Marvin Carvajal Pérez para que elabore una propuesta de redacción para la modificación de los incisos b) y e) de la cláusula cuarta del “Convenio de Cooperación entre la Universidad Nacional y la Corte Suprema de Justicia”, los que serán conocidos  por este Consejo. 3.) Una vez que se aprueben dichas modificaciones, se comunicará el respectivo acuerdo para el conocimiento de las personas integrantes de la Corte Plena.  ACUERDO FIRME.”
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ARTÍCULO VII
Correo electrónico del 21 de abril de 2014 07:16 p.m., de la Sra. Paula Guido Howell, suscrita a la Sra. Yancy García Fonseca y Ana Yancie Umaña Moreira, que dice: 


Hola Yancy: Quería molestarte y hacerte una consulta “formal”. La Ley de Creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda establece como obligación de la Escuela Judicial la capacitación en esta materia, incluso para el MP. Se ha hecho algo? Hay posibilidades por medio de ellos que tienen el presupuesto por ley y la obligación? Gracias. Esta inquietud es un aporte valioso de nuestra compañera, la Msc, Ana Yancie Umaña.
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SE ACUERDA: Informar a la Licda. Paula Guido Howell que el Ministerio Público,  actualmente, cuenta con una Unidad de Capacitación, la cual es responsable de la capacitación de las funcionarias y los funcionarios de ese órgano. Lo anterior sin perjuicio de la posibilidad de realizar actividades conjuntas,  que interesen a las poblaciones metas de la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VIII
Oficio nº. 0088-UCS-2014-MP,  del 07 de mayo de 2014, del M.Sc. Saúl Araya Matarrita, fiscal adjunto de la Unidad de Capacitación y Supervisión Ministerio Público, suscrito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:
Reciban un atento saludo de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, con ocasión de plantear la necesidad que tiene esta Unidad (y probablemente las otras unidades de capacitación) de contar con un sistema informático para el registro de la información académica que produce y custodia esta unidad.

Sobre el particular, hacemos notar que:

2  La Escuela Judicial cuenta con un sistema de información (SAGA) para el registro de la información académica de las personas participantes en actividades de capacitación. Sus principales características son las siguientes:

a. SAGA es un sistema que automatiza el proceso (y subproceso) de gestión de las actividades académicas de la Escuela Judicial, en su fase de ejecución. Al mismo tiempo permite realizar el respaldo de toda la documentación de las mismas, tarea que hasta la fecha se ha realizado de forma impresa en los "expedientes de actividades".

b. Adicionalmente, una vez finalizada la actividad, SAGA transfiere de manera automática la información requerida a una base de datos que permite con posterioridad la generación de las certificaciones que se realizan en la Escuela Judicial, a la vez que realiza un respaldo digital de la información introducida en el sistema.

3  Este sistema fue adquirido mediante una contratación administrativa, ya que se consideró que no existían los recursos institucionales para que el Departamento de Informática para crearlo.

4  SAGA permite el registro y control de las actividades académicas, mediante la inclusión de información desde varios tipos de perfiles (participante, gestor, jefatura, secretaría, administrador), así como la consulta según el tipo de perfil.

5  Técnicamente, es posible que las Unidades de Capacitación utilicen SAGA vía intranet, opción que es relativamente cómoda y sencilla, y se puede instaurar en poco tiempo. Para ello, se requiere que el Consejo Directivo tome el acuerdo de permitir el uso de SAGA por parte de las Unidades de Capacitación, e iniciar el proceso que corresponda de capacitación en el uso del sistema, y el establecimiento de los enlaces necesarios.

6  SAGA está diseñado a la medida de la Escuela Judicial y podría convertirse en una herramienta muy útil para esta Unidad, pero es probable que necesite ajustes para cumplir con todos los requerimientos de las Unidades de Capacitación, sobre todo en la minería de datos que realiza y los reportes que tiene programados.

Por ello, se solicita a ese honorable Consejo Directivo que tome el acuerdo de instruir a la Escuela Judicial de dotar a las Unidades de Capacitación con el sistema SAGA, de tal forma que pueda ser utilizado para el registro y control de las actividades académicas de cada unidad.
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Criterio técnico para autorizar el uso de Sistema Automatizado 
de Gestión de Actividades Académicas (SAGA), en las unidades de capacitación.
Es importante aclarar en primer término que en este documento se describen únicamente las consideraciones de carácter técnico para permitir el uso de SAGA por parte de las unidades de capacitación, a partir de un repositorio de datos centralizado en el servidor que utiliza la Escuela Judicial para estos fines. Ninguna otra forma de licenciamiento o uso de la herramienta está considerado en este documento.

Para el acceso a SAGA se debe contar con un equipo de cómputo con acceso a intranet y una aplicación de navegador como puede ser IExplorer, Firefox o Chrome. Cada usuario debe inscribirse en el sistema, para ser habilitado con el perfil correspondiente.

Necesidades especiales de cada unidad de capacitación
Cada unidad de capacitación tiene necesidades particulares de acuerdo con los procesos que realiza, de acuerdo con esto es probable que se requiera realizar cambios en SAGA. Para realizar los cambios se debe considerar que estos se deben contratar externamente al proveedor, ya que en el AST no se cuenta con personal capacitado para esto. 
Por otro lado, se debe considerar que los cambios realizados afectan a toda la aplicación, por lo que se debe evaluar que estos no perjudiquen el funcionamiento actual de SAGA, así como la integridad de la información almacenada hasta el presente.  

Se debe aclarar que SAGA no es una herramienta desarrollada para el manejo de cubos de datos o base de datos multidimensional, por lo cual el concepto de minería de datos no está contemplado como una posibilidad para el sistema.
Como último punto, se recomienda considerar que los reportes que se mencionan como una necesidad de las unidades de capacitación,  representarán una carga importante en el servidor donde está instalado SAGA, ya que la mayoría de cambios están relacionados con reportes históricos los cuales pueden representar un estado de sobrecarga según las relaciones necesarias para crear los reportes que se requieran.

Limitaciones de hardware en el servidor de SAGA 
Para cubrir las necesidades de las unidades de capacitación así como de la Escuela Judicial, se debe realizar una inversión en el servidor de datos donde se alberga la información en el mediano plazo. Por otro lado, es importante mencionar que el espacio donde se ubica el servidor SAGA debe dotarse de aire acondicionado, así como el medio de seguridad adecuado para evitar el acceso de personas no autorizadas. 

De igual manera se requiere un medio adecuado de respaldo de la información del servidor de datos, que considere el incremento de información ingresada al sistema.

Cabe destacar en este apartado que los respaldos se realizan de forma local, en el servidor donde está hospedado el sistema, y se realiza de la totalidad de la base de datos, por lo que no sería posible respaldar únicamente la información que haya ingresado una Unidad de capacitación. 

Personal necesario para brindar soporte a SAGA.
En la actualidad la administración de SAGA es brindada por una única persona a manera de recargo, quien es productor multimedia. El soporte a SAGA implica entre otras cosas la activación de usuarios, verificación de datos, asignación de los roles de perfil y suplentes, asimismo brinda soporte técnico vía telefónica a las personas usuarias ante dificultades para ingresar al sistema o completar la pre-matricula en el mismo. 

En este contexto, es necesario que cada unidad de capacitación cuente con una persona que asuma dichas responsabilidades para la población particular. 

Capacitación especializada
Para dar un correcto soporte a la herramienta SAGA y realizar consultas y modificaciones breves, se solicita la aprobación del financiamiento necesario para personal de AST en el lenguaje de programación ASP.NET y manejo de base de datos SQL 2008.

Conclusión
La implementación de SAGA a las Unidades de Capacitación desde el punto de vista técnico es factible, sin embargo se debe prever el dotar al AST de los recursos técnicos y humano para dar soporte a la aplicación y la reserva de recursos económicos que permitan contratar las modificaciones que se requieran para atender las necesidades específicas de cada unidad y la capacitación necesaria.
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De: Marco Barboza Roldan 
Enviado el: lunes, 19 de mayo de 2014 08:55 a.m.
Para: Maria Gamboa Aguilar
Asunto: RE: Consulta importante Contratación 2008CD-000703-PROV

Efectivamente, la aplicación es propiedad del Poder Judicial, por lo que este puede hacer lo que quiera con el, que puede ser donarlo, regalarlo o prestarlo y obviamente instalarlo donde quiera dentro de las instalaciones



De: Maria Gamboa Aguilar
Enviado el: lun 19/05/2014 8:40
Para: Marco Barboza Roldan
Asunto: RV: Consulta importante Contratación 2008CD-000703-PROV

Buen día estimado, por favor ayúdeme a interpretar esta solicitud, yo creería que sí…..

 

Msc. María Gamboa Aguilar, Lic. 
Jefa, Verificación y Ejecución Contractual 
Proveeduría, Poder Judicial 
Telfs: 2295-3973/3122/3622 



De: Eimy Solano Castro 
Enviado el: viernes, 16 de mayo de 2014 10:39 a.m.
Para: Maria Gamboa Aguilar
Asunto: Consulta importante Contratación 2008CD-000703-PROV
 

Estimada Maria Gamboa

Solicito su colaboración para aclarar la siguiente consulta:

La Escuela Judicial en años anteriores contrato la creación del Sistema SAGA "Digitalización y Automatización del Proceso de Gestión de Cursos o Actualizaciones Académicas que ejecuta La Escuela Judicial" contratación directa No. 2008CD-000703-PROV,  este contrato establece lo siguiente:

2. Especificaciones Técnicas
2.1. Aspectos de implementación e instalación: El sistema a desarrollar debe hacerse en tecnología. Net 2005 de Microsoft, y será instalado en un servidor provisto por el Poder Judicial con Windows 2003 server, intranet informatión Server y SQL Server 2005. Todo el código fuente del sistema, documentación y sus bases de datos deben ser entregados por parte del proveedor como parte del servicio y serán propiedad del Poder Judicial.

De este punto del cartel "Todo el código fuente del sistema, documentación y sus bases de datos deben ser entregados por parte del proveedor como parte del servicio y serán propiedad del Poder Judicial" se puede interpretar que el sistema es Propiedad del Poder Judicial y que cualquier oficina Judicial puede contar con la instalación respectiva del mismo si así lo requiere???

Lo anterior con el fin de aclarar una consulta realizada por la Unidad de Capacitación del Ministerio Público.

Mucho agradecería su pronta respuesta ya que debo brindar un informe al respecto el próximo 20 de mayo.

Gracias y Saludos,

Licda. Eimy Solano Castro
Administradora
Escuela Judicial
TEL: 2267-1606
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El Dr. Marvin Carvajal Pérez  explicó a las y los presentes que  el Contrato del sistema informático de gestión de actividades académicas denominado SAGA, es el que establece los mecanismos  para las modificaciones.  Por esa razón, es posible su empleo por parte de las Unidades de Capacitación, siempre que ello no represente una carga adicional para la Escuela ni conlleve una inversión adicional con el desarrollador.
El M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, director del Departamento de Gestión Humana recomienda que se den los esfuerzos necesarios a fin de hacer los ajustes en los formatos de salida al sistema SAGA, ya sea a través de la Escuela Judicial o de los recursos de las áreas,  con el fin de unificar la información para la gestión. 

Señala que SAGA fue diseñado por la Escuela Judicial de acuerdo a sus necesidades, dando unos reportes específicos. Por lo anterior, ha conversado con la Escuela Judicial  para que este sistema cuente salidas, en un formato que permita subirla al sistema del Departamento de Gestión Humana, para que se cuente con  un registro de las capacitaciones, con el fin de evitar que las Unidades de Capacitación y Escuela Judicial tengan que estar repitiendo listados, sino que el mismo sistema permita generar el correspondiente listado, esto con el fin de cumplir con la directriz del Consejo Superior del Poder Judicial en cuanto al control de las personas capacitadas (quién llevo el curso, dónde lo llevo, cuántas horas).
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SE ACUERDA:   1.) Que la Escuela Judicial pone a la deposición de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, y demás Unidades de Capacitación  que la requieran, el sistema informático de gestión de actividades académicas denominado SAGA.  De igual manera, que dará la respectiva capacitación de su uso, a las personas designadas por las jefaturas de las distintas Unidades de Capacitación. 2.) La Escuela Judicial propiciará el contacto técnico con el proveedor, para la negociación de los cambios requeridos conforme a las necesidades de las Unidades de Capacitación, dentro de los términos del contrato y los recursos de las áreas. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO IX
Correo electrónico del Sr. Francisco Ciampolini  del National Center for States Cortes (Asociación de las Cortes e Magistrados de los EEUU), del viernes, 09 de mayo de 2014, 14:01, suscrito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice: 

 

Mi nombre es Francisco Ciampolini y yo trabajo en el National Center for States Cortes (Asociación de las Cortes e Magistrados de los EEUU). Nosotros estamos escribiendo una propuesta dirigida al gobierno americano para desarrollar un programa de capacitación en temas de derecho criminal y derecho internacional en Costa Rica.

 

Si logramos obtener los fondos, el programa tendrá 2 componentes principales:

 

A-  Capacitación del sector jurídico (Judiciario, Ministerio Publico y Policía) en los siguientes temas:

 

1- Técnicas para el juicio criminal oral (técnicas de investigación e litigación, interpretación y análisis de las pruebas, interrogatorio, contra-interrogatorio etc)

2-  Capacitación para los capacitadores (“training of trainers”)

3-  Técnicas para combatir crimines especiales (trata de personas, tráfico de drogas, lavado de activos, crimen de género)

4-   Técnicas para el uso de pruebas científica en los procesos criminales

 

B – Asistencia para el Poder Judiciario en la expansión de su sistema de monitoreo de casos y expedientes.

 

Para este programa, nos gustaría poder contar con la colaboración de la Escuela Judicial, Escuela para Fiscales y  de la Policía Judicial con la creación e implementación de nuestros talleres de capacitación para capacitadores, así como ofrecer las instituciones algunas vagas en nuestros talleres.  

 

Si Ud. están de acuerdo con la colaboración de las instituciones con el programa planteado, les agradecería mucho se nos pudieran brindar con cartas de apoyo a nuestra propuesta. Me mantengo a sus órdenes para conversar con cada institución sobre este posible programa de capacitación.
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Correo electrónico del Sr. Francisco Ciampolini  del National Center for States Cortes (Asociación de las Cortes e Magistrados de los EEUU), lunes, 19 de mayo de 2014 16:02, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, que dice: 

Foi uma satisfacao poder conversar com o senhor esta tarde.  

Ojala que as escuelas de capacitación del Ministerio Publico y Policía aprecien la nuestra propuesta.

Conforme acordado, los dados que serían importantes incluir en las cartas de apoyo serian:

· Nombre oficial de la propuesta del National Center for State Courts: “Program to Strengthen the Costa Rica Justice Sector”
· Número de la oportunidad de financiamiento del Departamento de Estado Americano: INL-14GR0016-WHPCOSTARICA-4232014.
· Incluir la carta en el papel oficial de cada institución 

Las cartas pueden estar en español o inglés, como Uds. prefirieren. 
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La Licda. Olga Fallas Ulloa, jefa de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública,  expresó el interés de que se les tome en cuenta en  la anterior propuesta de capacitación.

La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo Directivo, considera que debe haber un punto medio en las ofertas de capacitación de los cooperantes internacionales, conforme a las necesidades reales, de manera razonable y proporcional, sin que se vulnere los derechos fundamentales de las personas.  Estima que  es importante la conformación de un panel de expertos  para la revisión de los temarios, de forma tal que se pueda adecuar a las necesidades reales.
-0-

SE ACUERDA:   1.) Las personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, expresan su interés en el programa de capacitación en temas de derecho criminal y derecho internacional del National Center for State Courts: “Program to Strengthen the Costa Rica Justice Sector, para el sector judicial, del Ministerio Publico y de la Policía costarricense. 2) Se designa al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, para que informe sobre este interés,  al Sr. Francisco Ciampolini del National Center for States Cortes. 3.) El Consejo Directivo de la Escuela Judicial designará, en su momento, a las personas participantes, así como definirá los criterios que se deban seguir para desarrollar la función de contraparte  en ofertas de capacitación con entes cooperantes, como la presente.   ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO X
Oficio n°. 4651-14 del 13 de mayo de 2014, del Lic. Gustavo Barquero Morales, prosecretario general de la Secretaría de la Corte, suscrito al Lic. Wilbert Kidd Alvarado, jefe interino, Departamento de Proveeduría, que dice:


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 44-14 celebrada 13 de mayo del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO IX
DOCUMENTO Nº 12017-13, 4887-14

Por medio de oficio Nº 4852-DE-2014 del 30 de abril de 2014, el licenciado Alfredo Jones León, en esa fecha Director Ejecutivo, remitió el oficio 1983-DP/14-2014 de 29 de abril en curso, suscrito por el licenciado Wilbert Kidd Alvarado, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en el que se solicita la ampliación de la contratación de “Ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia”, adjudicado a la casa comercial Rodríguez Constructores Asociados, S.A., en el marco de la Licitación Abreviada Nº 2013LA-000015-PROV, que representa un aumento del 0,24%.
El oficia de cita literalmente dice:

“En sesión Nº 99-13 celebrada el 22 de octubre de 2013, artículo XV, el Consejo Superior dispuso adjudicar la Licitación Abreviada No. 2013LA-000015-PROV, denominada “Ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia”, de la siguiente forma:

“De conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 44 y 45 de la Ley de Contratación Administrativa y 97 a 100 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en el oficio anteriormente transcrito, se dispuso: Adjudicar la Licitación Abreviada Nº 2013LA-000015-PROV “Ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia”, a la empresa Rodríguez Constructores Asociados S.A, cédula jurídica Nº 3-101-10045.

Conforme a las especificaciones indicadas en el pliego de condiciones de esta licitación, para un precio total de ¢327.986.483,00 (trescientos veintisiete millones novecientos ochenta y seis mil cuatrocientos ochenta y tres colones exactos).

El plazo máximo de entrega para este proyecto será 150 días naturales a partir del 5° día hábil, luego de entregado el pedido, sea en forma personal o vía fax, lo que ocurra primero, lo anterior con el fin de que el proveedor adjudicado prepare los materiales y todo lo concerniente para el inicio de la obra. Deberá coordinar con la arquitecta Greini Leitón Alvarado, del Departamento de Servicios Generales, al teléfono 2295-3793 o al correo electrónico gleiton@poder-judicial.go.cr.

La garantía será por un período de 2 años sin perjuicio de garantía que cubre por vicios ocultos.

Demás términos y condiciones conforme al cartel. 

Gran total adjudicado: ¢327.986.483,00 (trescientos veintisiete millones novecientos ochenta y seis mil cuatrocientos ochenta y tres colones exactos).
Mediante oficio 177-04-SG-2014 recibido el 19 de marzo del 2014, el Ing. José Vindas Cantillano, Jefe de la Sección de Arquitectura e Ingeniería con el visto bueno del Lic. Jorge Ramírez Vega, Subjefe del Departamento de Servicios Generales, solicita se amplíe la Licitación Abreviada 2013LA-000015-PROV, en vista que se requiere realizar los siguientes trabajos adicionales:

“Con respecto a la construcción de las nuevas aulas, en el momento de la visita técnica, se estableció un lugar para que la empresa pueda acceder y dejar dicho acceso habilitado para funcionamiento del mismo Poder Judicial como de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz (CNFL).

Lo anterior debido a que el actual acceso se utilizaría para la construcción y que al final del proyecto le ocasionaría un problema a la misma constructora, para poder concluir, poder tener acceso, desmantelar sus bodegas y eliminación de materiales cuando se finalice dicha construcción.

Por este motivo se le dio la autorización a la empresa constructora para que realizara un movimiento de tierra y se generara dicho acceso, ya que el AMPO #1, plano E-01 del proyecto de la Unidad Canina que se encuentra en el plano teca de este Departamento, la acometida se realizaría en forma subterránea pero paralela a las bodegas en sentido Norte-Sur y en realidad está transversal en sentido Este-Oeste, ocasionando que la escabadora (sic) dañara los tubos que protegen los cables eléctricos, ya que se encuentran a escasos 30 cm de profundidad.

Así las cosas se solicita que se autorice la Extra para cambiar la acometida, darle más profundidad, construir unas cajas de registro y brindar el acceso que será utilizado por la CNFL para el mantenimiento de la red eléctrica y para acceso en funciones propias de la Ciudad Judicial como la vigilancia.

Se adjunta nota de la empresa constructora dando la debida recomendación de aprobación del costo que la empresa constructora ROCA cotiza a un precio de ¢799.407,00 y que desde el punto de vista de mi competencia, no tengo ninguna observación y se da el visto bueno para que se proceda con el trámite correspondiente.” 

Así las cosas, se procede a analizar la aplicación del artículo 200 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa el cual posibilita a la Administración para modificar unilateralmente sus contratos tan pronto éstos estén perfeccionados, ya sea antes de iniciar su ejecución o durante esta, siempre que se observen las siguientes condiciones: 

“a)
Que la modificación, aumento o disminución del objeto, no le cambie su naturaleza, ni tampoco le impida cumplir con su funcionalidad o fin inicialmente propuesto.

b)
Que en caso de aumento se trate de bienes o servicios similares.

c)
Que no exceda el 50% del monto del contrato original, incluyendo reajustes o revisiones, según corresponda.

d)
Que se trate de causas imprevisibles al momento de iniciar el procedimiento, sea que la entidad no pudo conocerlas pese a haber adoptado las medidas técnicas y de planificación mínimas cuando definió el objeto.

e)
Que sea la mejor forma de satisfacer el interés público.

f)
Que la suma de la contratación original, incluyendo reajustes o revisiones de precio, y el incremento adicional no superen el límite previsto para el tipo de procedimiento tramitado.

(...)  

El incremento o disminución en la remuneración se calculará en forma proporcional a las condiciones establecidas en el contrato original.

En caso de contratos de obra, podrán ser objeto de incremento solo aspectos que no sean susceptibles de una contratación independiente sin alterar, perjudicar o entorpecer la uniformidad, la secuencia, la coordinación y otros intereses igualmente importantes.

Modificaciones que no se ajusten a las condiciones previstas en este artículo, sólo serán posibles con la autorización de la Contraloría General de la República, la cual resolverá dentro del décimo día hábil posterior a la gestión, basada, entre otras cosas, en la naturaleza de la modificación, estado de ejecución y el interés público.  La Contraloría General definirá reglamentariamente el procedimiento aplicable para lo previsto en este artículo. 

La Administración deberá revisar el monto de las garantías rendidas a efecto de disponer cualquier ajuste que resulte pertinente.”

En cuanto al contrato original vigente, es importante mencionar que actualmente está en ejecución y que la entrega se tiene programada para el próximo 09 de mayo de 2014.

Conforme a lo anterior, se procede a realizar el siguiente análisis a fin de determinar que la situación que se presenta en el proyecto constructivo de referencia corresponda a las condiciones señaladas en la normativa aplicable:

Respecto al punto a) y b) Que la modificación, aumento o disminución del objeto, no le cambie su naturaleza, ni tampoco le impida cumplir con su funcionalidad o fin inicialmente propuesto y que en caso de aumento se trate de bienes o servicios similares

En este caso, es claro que no existe un cambio en la naturaleza del objeto contractual o en el fin inicialmente propuesto, ya que lo que se pretende es profundizar las acometidas eléctricas encontradas, por lo que se deberán realizar zanjas desde las cajas de registro existentes e instalar las canalizaciones y cables en ese tramo, y hacer los empalmes de los cables en las cajas de registro.

Dichos trabajos son producto de las labores a realizar en el edificio y que forman parte integral del proyecto constructivo.
Respecto al punto c) Que no exceda el 50% del monto del contrato original, incluyendo reajustes o revisiones, según corresponda

La adjudicación recaída a favor de la empresa Rodríguez Constructores Asociados, S. A., para el  proyecto de ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia, ascendió a la suma total de ¢327.986.483,00, por lo que el 50% máximo aplicable corresponde a un monto de ¢163.993.241,50 y en vista de que la extra que se pretende realizar en este momento asciende a la suma de ¢799.407,00, lo que equivale a un 0,24% del monto permitido para extras, se evidencia que el monto no supera el 50% supra indicado, quedando un remanente de ¢163.193.834,50 equivalente a un 49,76% para futuras ampliaciones en el caso de considerarse necesarias.

Respecto al punto d) Que se trate de causas imprevisibles al momento de iniciar el procedimiento, sea que la entidad no pudo conocerlas pese a haber adoptado las medidas técnicas y de planificación mínimas cuando definió el objeto

En cuanto a la imprevisibilidad de los trabajos de modificación solicitada, el Ing. José Vindas Cantillano, al respecto señaló lo siguiente:

“Se deriva que fue imprevisible detectar que existía una canalización eléctrica enterrada a 30 cm. de profundidad, pues en los planos de archivo existentes indicaban que estas tuberías estaban ubicadas en otro sector, lo cual al momento de la excavación fue dañada, por tanto la necesidad de reparar, profundizar aún más las tuberías, hacer cajas de registro y conformar la base para lograr la rampa de acceso con el gradiente previsto.”

Respecto al punto e) Que sea la mejor forma de satisfacer el interés público

Una vez que el contrato inicio su ejecución, es imprescindible buscar las opciones más viables para poder llevar a buen término la ejecución del proyecto, así las cosas, y en vista de los acontecimiento presentados se determina que el hecho de profundizar las acometidas eléctricas y realizar zanjas desde las cajas de registro existentes e instalar las canalizaciones y cables en ese tramo para luego hacer los empalmes de los cables en las cajas de registro, es fundamental para lograr la rampa de acceso con el gradiente previsto, así lo señala el Ing. José Vindas Cantillano, Jefe de la Sección de Arquitectura e Ingeniería, argumentos que vienen a ser la mejor forma de satisfacer el interés público, sin perjudicar el óptimo desarrollo del proyecto constructivo  y la entrega de la obra.

Respecto al punto f) Que la suma de la contratación original, incluyendo reajustes o revisiones de precio, y el incremento adicional no superen el límite previsto para el tipo de procedimiento tramitado.
Según lo expuesto en el punto C) que antecede, el monto correspondiente a la extra que se pretende realizar, es por un monto de ¢799.407,00, y siendo que a la fecha no se han realizado trámites de reajustes de precio, el monto de la contratación original el cual es por la suma de ¢327.986.483,00, más el monto de la extra indicada, ascendería a un monto total por la obra de ¢328.785.890,00, y en virtud que el tope económico para la licitación abreviada es de ¢394.000.000,00, dicho procedimiento contractual no superaría el límite previsto para la licitación abreviada. 
Respecto a que “El incremento o disminución en la remuneración se calculará en forma proporcional a las condiciones establecidas en el contrato original”.

Al referirse a la proporcionalidad del precio, mediante oficio Nº 177-04-SG-2014 de fecha 11 de marzo en curso, el Ing. José Vindas, Jefe de la Sección de Arquitectura e Ingeniería del Departamento de Servicios Generales, manifestó:

“Se adjunta nota de la empresa constructora dando la debida recomendación de aprobación del costo que la empresa constructora ROCA cotiza a un precio de ¢799.407,00 y que desde el punto de vista de mi competencia, no tengo ninguna observación y se da el visto bueno para que se proceda con el trámite correspondiente”.

Por tanto, el monto correspondiente a la extra que se pretende realizar, representa un 0,24% del 50% permitido para ampliaciones.
Respecto a que “En caso de contratos de obra, podrán ser objeto de incremento solo aspectos que no sean susceptibles de una contratación independiente sin alterar, perjudicar o entorpecer la uniformidad, la secuencia, la coordinación y otros intereses igualmente importantes”.

En virtud que lo que se pretende es profundizar las acometidas eléctricas encontradas e instalar las canalizaciones y cables en ese tramo, para luego hacer los empalmes de los cables en las cajas de registro, no es posible ni conveniente, realizar una contratación independiente  sin afectar el proyecto total.  

Confirmado el cumplimiento de los supuestos señalados con base en los informes técnicos señalados, se recomienda al Consejo Superior, autorizar la modificación del contrato en examen, la cual implica un incremento de ¢799.407,00, con base en la aplicación del artículo 200 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, sobre la adjudicación de la Licitación Abreviada Nº 2013LA-000015.

En cuanto a los recursos para este incremento, se cuenta con la Solicitud de Pedido Nº 2014-240990, con cargo a la subpartida 926, IP 34,  FF 280, subpartida 5.02.01.
RECOMENDACIÓN

Luego de determinar la aplicación del artículo 200 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se recomienda la ampliación de la presente licitación de la siguiente forma:

A: Rodríguez Constructores Asociados, S.A., cédula jurídica 3-101-100445:

Obra extra a la Licitación Abreviada 2013LA-000015-PROV “Ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia” la cual consiste en profundizar las acometidas eléctricas encontradas, realizando zanjas desde las cajas de registro existentes e instalar las canalizaciones y cables en ese tramo, y finalmente se deberán hacer los empalmes de los cables en las cajas de registro.  

El monto total de las extras a realizar es por un monto tota de ¢799.407,00.
Demás características y condiciones según la propuesta presentada por la contratista y los demás antecedentes que constan en el expediente.

No se omite señalar que de acuerdo con el control de entregas que administra el Subproceso de Verificación y Ejecución contractual del Departamento de Proveeduría, la fecha límite de entrega de la obra, es el día 09 de mayo de 2014, y según indica el ente técnico mediante correo electrónico de fecha 28 de abril del presente año, esta ampliación requiere de un plazo adicional de una semana a partir de la fecha de vencimiento actual, por lo que altera el plazo de entrega establecido, quedando el vencimiento de la nueva fecha de entrega, al día 16 de mayo de 2014.”
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En sesión Nº 29-13 celebrada el 26 de marzo de 2013, artículo LXIII, conforme lo solicitó el Departamento de Proveeduría, se hizo una atenta instancia a la Contraloría General de la República, para que autorizara a este Poder de la República, iniciar de inmediato el procedimiento de contratación, para tramitar la ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial, en San Joaquín de Flores, cuyo presupuesto estimado asciende a ¢200.000.000,00 (doscientos millones de colones exactos), según las necesidades actuales de la Administración.

En razón de lo anterior, en sesión Nº 42-13 del 30 de abril de 2013, artículo XXII, la Contraloría General de la República, mediante oficio Nº DCA-0898 del 24 de abril del año en curso, concedió la autorización para que diera inicio el “…procedimiento de contratación para la ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, sin contenido presupuestario en el período 2013, al amparo del artículo 4 y 8 de la Ley de Contratación Administrativa, y el artículo 9 párrafo 2 de su Reglamento, con una estimación de costos por la suma de ¢200.000.000,00/l00 (doscientos millones de colones exactos)…”. Con las siguientes condiciones:
“(…)

Esta autorización se condiciona al cumplimiento y observancia de lo siguiente:

1. La Corte Suprema de Justicia deberá advertir expresamente, en las bases del concurso que promueva, que el mismo queda condicionado a que se cuente con el disponible presupuestario durante este año 2013, aspecto que se deja bajo la absoluta y exclusiva responsabilidad de la Corte.

2. Será responsabilidad de la Administración contar con el contenido presupuestario suficiente y disponible para atender la erogación producto de la presente autorización, debiendo verificar que los montos presupuestarios sean utilizados legalmente para ese fin, y que el inicio del procedimiento y la ejecución del contrato se den dentro del período 2013 según el presupuesto vía transferencia mediante modificación presupuestaria a ejecutarse en este año 2013, así descrito por la Corte para dichos efectos(Ver folios 1 y 2).

3. Se advierte que la verificación del cumplimiento de las condiciones indicadas en este acto será responsabilidad del licenciado Alfredo Jones León, en su condición de Director Ejecutivo de la Corte Suprema de Justicia. En el caso de que tal verificación no recaiga dentro del ámbito de su competencia, será su responsabilidad instruir a la dependencia que corresponda ejercer el control sobre los condicionamientos señalados anteriormente.”
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Posteriormente, en sesión Nº 99-13 celebrada el 22 de octubre de 2013, artículo XV, en lo que interesa, de conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 44 y 45 de la Ley de Contratación Administrativa y 97 a 100 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría se adjudicó la Licitación Abreviada Nº 2013LA-000015-PROV, denominada “Ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia” a la empresa Rodríguez Constructores Asociados S.A, cédula jurídica Nº 3-101-10045.

Finalmente, en sesión Nº 112-13 celebrada el 4 de diciembre de 2013, artículo V, se modificó el acuerdo antes mencionado, en cuanto a que la Licitación Abreviada Nº 2013LA-000015-PROV, denominada “Ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia” se adjudicó a la empresa Rodríguez Constructores Asociados S.A, cuya cédula jurídica es la Nº 3-101-100445 y no como se indicó.

De conformidad con lo que establece el artículo 200 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, al haberse ejecutado el contrato y por requerirse servicios adicionales de igual naturaleza, se acordó: Acoger la recomendación del Departamento de Proveeduría y por consiguiente autorizar la ampliación de la Licitación Abreviada Nº 2013LA-000015-PROV denominada “Ampliación de aulas, baterías de servicios sanitarios y obras exteriores en la Escuela Judicial de San Joaquín de Flores, Heredia” adjudicada a la empresa Rodríguez Constructores Asociados, S.A., cédula jurídica 3-101-100445, la cual consiste en profundizar las acometidas eléctricas encontradas, realizando zanjas desde las cajas de registro existentes e instalar las canalizaciones y cables en ese tramo, y finalmente se deberán hacer los empalmes de los cables en las cajas de registro.

El monto total de las extras a realizar es de ¢799.407,00 (setecientos noventa y nueve mil cuatrocientos siete colones exactos).

Demás características y condiciones según la propuesta presentada por la contratista y los demás antecedentes que constan en el expediente.

No se omite señalar que de acuerdo con el control de entregas que administra el Subproceso de Verificación y Ejecución contractual del Departamento de Proveeduría, la fecha límite de entrega de la obra, es el día 09 de mayo de 2014, y según indica el ente técnico mediante correo electrónico de fecha 28 de abril del presente año, esta ampliación requiere de un plazo adicional de una semana a partir de la fecha de vencimiento actual, por lo que altera el plazo de entrega establecido, quedando el vencimiento de la nueva fecha de entrega, al día 16 de mayo de 2014.

La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”
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SE ACUERDA:   Tomar nota del anterior acuerdo. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO XI
La Mag. Dra. Doris Arias, presidenta de este Consejo,  presenta al conocimiento lo siguiente:
De: Gerald Campos Valverde 
Enviado el: Lunes, 19 de Mayo de 2014 08:41 a.m.
Para: Doris Arias Madrigal
CC: Marvin Carvajal Pérez; Direccion General del OIJ; Ericka Mendez Jimenez; Kattia Campos Zúñiga; Francisco Segura Montero; Subdirección del OIJ de San José; Mayra Campos Zúñiga; Omar Jiménez Madrigal
Asunto: RE: Confección de certificados

Buenos Días Doña Doris:

Tal y como lo habíamos conversado, esta representación ha tomado como prioridad la retroalimentación en materia penal juvenil, siendo que Limón es una de las áreas más relevantes, y donde se detectaron una serie de deficiencias, por lo cual en común acuerdo con la Fiscal Adjunta Penal Juvenil se logro establecer unos espacios para darles una adecuada capacitación, creo yo en estos momentos con la persona con más autoridad en el Ministerio Público.

Tal y como lo conversamos el viernes pasado en Limón, por parte de la Unidad de Capacitación del OIJ de la Escuela Judicial no se pudo obtener la posibilidad de un certificado de participación para los servidores que van a recibir esa capacitación que será evaluada, pero siendo que usted me manifestó que eso se podría solucionar, me permito enviarle todos los correos, no solo para su conocimiento, si para ver como a futuro a esto se le puede buscar una solución, ya que mi prioridad no solo es ver cómo están nuestras demás dependencias regionales, sino además como las podemos actualizar en materia penal juvenil, dado que esto se trata de un proyecto a su cargo que busca la especialización.

Atte.

MSc. Gerald Campos Valverde
Subdirector General OIJ


De: Gerald Campos Valverde 
Enviado el: jueves, 24 de abril de 2014 14:24
Para: Yorleny Ferreto Solano
CC: Omar Jiménez Madrigal; Subdirección del OIJ de San José
Asunto: RV: FECHAS DEFINITIVAS DE CURSO Y MATERIAL 
Importancia: Alta
 
Buenas tardes Lic. Yorleny:
 
Por parte de la Fiscalía Adjunta de Penal Juvenil, se ha dispuesto una serie de capacitación para el personal del OIJ de Limón, Batan y Bribri.  En ese sentido, y siendo que la capacitación será evaluada e impartida por la Dra. Mayra Campos Zúñiga, como Fiscal Adjunta, solicito se sirva realizar las coordinaciones necesarias con la Unidad de Capacitación del OIJ de la Escuela Judicial con el fin de que se puedan entregar los certificados correspondientes.
 
Cualquier cosa, favor coordinar con el Fiscal Lic. Omar Jiménez, a quien le copio correo y estar pendiente de todos los requerimientos para que esta capacitación se realice.
 
Atte.
  
MSc. Gerald Campos Valverde
Subdirector General OIJ


De: Mayra Campos Zúñiga 
Enviado el: jueves, 24 de abril de 2014 10:57
Para: Gerald Campos Valverde; Román Marchena Marín; Marianela Jimenez Monge; Asdrubal Mora López
CC: Subdirección del OIJ de San José; Omar Jiménez Madrigal; Fiscalía Adjunta Penal Juvenil - Ministerio Publico; Carlos María Jiménez Vásquez; Ana María Franceschi Segura; Grace Milena Marín Solís; Gustavo Adolfo Santamaria Jimenez; Manuel Jimenez Steller; Jorge Chavarría Guzmán; Juan Carlos Cubillo Miranda
Asunto: FECHAS DEFINITIVAS DE CURSO Y MATERIAL 
Importancia: Alta
 
Buen día don Gerald

Espero en Dios que se encuentre bien.

En primer lugar, muy complacida con la reunión realizada en Limón. Es muy agradable percibir el compromiso y mística de todos (as) los (as) funcionarios (as) tanto del OIJ como el de la Fiscalía, en pro del servicio público que brindamos.

 

Como nos comprometimos las fechas de los cursos que impartiremos en Limón  son las siguientes:

6 junio  (primer grupo), 13 junio (segundo grupo)  y 20 de junio (tercer grupo), con un horario de 7:30 a 16:30 horas. Total de horas por curso: 16 horas. (8 virtuales con lectura en la casa y 8 presenciales). 

 

 No es posible iniciar el 30 de mayo ya que tenemos en la agenda otro compromiso ineludible. Favor comunicar este cambio a las restantes jefaturas (Batan y Bribri).

 

Le anexo la guía del participante.

Se han asignado dos lecturas que deberán estudiar en la casa antes del curso. De cada una de ellas, se debe presentar un reporte con las principales ideas expuestas por el autor y por la Sala Tercera. Cada reporte tendrá un valor de 10% para un total de 20%. Reporte que debe presentarse el día del curso presencial. Quien no haga la lectura NO PUEDE PARTICIPAR EN EL CURSO, ya que pierde el mismo. 
 
Bendiciones,
 
Dra. Mayra Campos Zuñiga
Fiscal Adjunta 
Fiscalía Adjunta Penal Juvenil 
 

 -0-

SE ACUERDA:   1.) Se insta a la señora jefa de la Unidad de Capacitación del O.I.J, y al señor subdirector general del Organismo de Investigación Judicial, a discutir las vías adecuadas para que el curso de Penal Juvenil para el personal del O.I.J, a que se hace referencia en este acuerdo, cumpla con las exigencias metodológicas y relativas a certificación, que rigen en la Escuela Judicial.  2.) Solicitar a la M.Sc. Kattia Campos Zúñiga que informe acerca del diseño y ejecución de curso sobre Derechos Humanos para el personal de cárceles. ACUERDO FIRME.

-0-

ARTÍCULO XII
La Mag. Dra. Doris Arias, presidenta de este Consejo,  expresó que la Sra. Ana Belén Álvarez Fernández, decana de la Universidad de ULACIT, recientemente se comunicó con ella para conversar sobre la colaboración de la Escuela Judicial en lo relacionado al evento “Competencia a la excelencia jurídica Dr. Luis Paulino Mora Mora”,  organizado por la Facultad de Derecho.
Por lo anterior, se solicitó al Dr. Marvin Carvajal Pérez explicar sobre el tema, así como, sí existe alguna carta de entendimiento y los alcances del mismo.
El Dr. Carvajal Pérez manifestó que es un proyecto que surge de dicha universidad, a fin desarrollar una competencia en la materia procesal civil que incluya la participación de los estudiantes de las distintas universidades. Por tal motivo, se solicitó la colaboración de la Escuela Judicial, para la recomendación de algunas personas que les podrían colaborar en la revisión de trabajos, así como la integración en el respectivo tribunal. 

Indico que en el marco de la CARTA DE ENTENDIMIENTO entre ESCUELA JUDICIAL y la Universidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnología (ULACIT), firmada hace tiempo, así como a una política de acercamiento a las escuelas de derecho de las universidades públicas y privadas,  la Escuela Judicial ha desarrollado diversas actividades  con dichas Escuelas, siempre que ello tienda a favorecer  la calidad de la enseñanza del Derecho y repercuta, por ende, en un mejor servicio de administración de justicia.

La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal indicó que era muy importante conocer acerca de estos proyectos en el Consejo del Directivo. Del mismo modo, que se podría incluir al Consejo Editorial para estos temas de convenios, como apoyo a la  Escuela Judicial. Además, que podría ser estímulo para la persona premiada, en tener un espacio para la publicación. 

-0-

SE ACUERDA:   Que la Dirección de la Escuela Judicial  informará al Consejo Directivo acerca de los proyectos de cartas de entendimiento y de convenios, así como de las actividades interinstitucionales en que contribuya la Escuela Judicial, tal como el de la Ulacit. ACUERDO FIRME.

-0-
FECHA DE LA PRÓXIMA SESIÓN: 25 de junio del 2014.

HORA:  1:30 p.m. 

LUGAR: Unidad de Capacitación del Ministerio Público.
Se levanta la sesión a las diecisiete horas quince minutos.

Mag. Dra. Doris Arias Madrigal       

            
Dr. Marvin Carvajal Pérez 

Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial         
Director de la Escuela Judicial
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�	 


�	 El programa se creó por iniciativa del Magistrado Luis Fernando Solano Carrera, en aquel momento presidente del Consejo Directivo de la Escuela Judicial. Si bien se pensó en un primer momento en realizarlo con la Universidad Estatal a Distancia de Costa Rica (UNED-CR), posteriormente se decidió que la misma Escuela Judicial lo desarrollara, contando con el apoyo de la Universidad Nacional de Educación a Distancia de España (UNED-E).


�	 El total del Programa lo componen 8 cursos.  Ver punto 1.1.3, página 8.


�	 Se trata de la Guía para el diseño de cursos de capacitación, firmada por Ana Tristán Sánchez, Cómo elaborar módulos instruccionales, firmada por Ingrid Bermúdez Vindas, y Algunas recomendaciones para los autores de módulos instruccionales para cursos a distancia, sin autoría expresa.


�	  Tiana, 2001, p.9.


�	 Op.cit., p.3.


�	http://www.slideshare.net/carlossilvazac/competencias-que-expresan-el-perfil-del-docente-de-la-educacin-media-superior-de-la-educacin-media-superior


�	Este cronograma implica que los programas de la Escuela Judicial en el 2015 deberán iniciar en el mes de marzo.








